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Se*abre la sesión a las diez y cinco minutos de la 
mañana. 

- RATIFICACION DE LA PONENCIA ENCARGADA 
DEL ESTUDIO DE LA PROPOSICION DEL RE- 
GIMEN DE PERMISOS CONCEDIDOS POR LAS 
LEYES 811980, DEL ESTATUTO DE LOS TRABA- 
JADORES, Y 3011984, DE MEDIDAS PARA LA RE- 

FORMA DE LA FUNCION PUBLICA, A LOS ADOP- 
TANTES DE UN MENOR DE CINCO ANOS. A SO- 
LICITUD DEL GRUPO SOCIALISTA (Número de 
expediente 1221000081) 

El señor PRESIDENTE Señorías, se abre la sesión. 
El primer punto del orden del día es la ratificación 

de la Ponencia encargada del estudio de la Proposición 
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de ley de modificación del régimen de permisos conce- 
didos por las Leyes 811980, del Estatuto de los Trabaja- 
dores, y 30/1984, de medidas para la Reforma de la 
Función Pública, a los adoptantes de un menor de cin- 
co años, del Grupo Socialista. 

¿Se aprueba la Ponencia por asentimiento? (Pausa.) 
Queda aprobada. 

- ESCRITO NUMERO 219131410, SOBRE DECISION 
DE LA COMISION E N  RELACION CON LA SOLI- 
CITUD D E  COMPARECENCIA DEL DIRECTOR 
GENERAL D E  LA ORGANIZACION NACIONAL 
DE CIEGOS ESPAROLES (ONCE), MIGUEL DU- 
RAN, ANTE LA COMISION DE POLITICA SOCIAL 
Y D E  EMPLEO, PARA INFORMAR SOBRE EL 
PROGRAMA DE ACTUACIONES, INVERSIONES 

SAS DE LA CITADA ORGANIZACION, Y LAS 

TE SEA PRECISO EFECTUAR A LA VISTA DEL 
SEGUIMIENTO D E  SU EJECUCION Y DE LAS 
DESVIACIONES QUE SE PUEDAN PRODUCIR, 

DOS E N  PROGRAMAS ESPECIFICOS PARA LA 

NUSVALIA (Número de expediente 2191000314) 

Y FINANCIACION DE LOS GRUPOS DE EMPRE- 

ADAPTACIONES DEL MISMO QUE ANUALMEN- 

AS1 COMO DE LA APLICACION D E  ESTOS FON- 

ATENCION D E  PERSONAS AFECTADAS POR MI- 

El señor PRESIDENTE Entramos en el segundo 
punto del orden del día: decisión de la Comisión en re- 
lación con la solicitud de comparecencia del Director 
General de la Organización Nacional de Ciegos Espa- 
ñoles (ONCE), Miguel Durán, ante la Comisión de Polí- 
tica Social y Empleo, para informar sobre el programa 
de actuaciones, inversiones y financiación de los gru- 
pos de empresas de la citada organización, y las adap- 
taciones del mismo que anualmente sea preciso 
efectuar a la vista del seguimiento de su ejecución y 
de las desviaciones que se puedan producir, así como 
de la aplicación de estos fondos en programas especí- 
ficos para la atención de personas afectadas por mi- 
nusvalía. 

¿Algún Grupo quiere intervenir sobre este punto? 
(Pausa.) 

Por el Grupo Popular, tiene la palabra la señora Vi- 
llalobos. 

La señora VILLALOBOS TALERO Nuestro Grupo 
Parlamentario ha pedido que sea la Comisión de Polí- 
tica Social y de Empleo en pleno la que decida la opor- 
tunidad o no de la comparecencia del señor Durán. La 
petición de esta comparecencia, solicitada por prime- 
ra vez por el Grupo Parlamentario el 18 de junio de 1991 
-hace casi ya un año-, nació, como quiero recordar 
ante esta Comisión, de una anterior comparecencia de 
la Ministra de Asuntos Sociales para hablar de la ON- 
CE y del nuevo Real Decreto de 15 de marzo de 1991, 
que regulaba la nueva organización interna de la ONCE. 

Efectivamente, la señora Ministra de Asuntos Socia- 
les compareció y nuestro Grupo Parlamentario enten- 

dió que las informaciones vertidas por la señora 
Ministra en aquel momento no completaban lo que, des- 
de nuestro punto de vista, era necesario para contro- 
lar las acciones llevadas a cabo por la ONCE. Entonces 
anunciamos la petición de comparecencia del Director 
General de la ONCE, señor Durán. 

Esta comparecencia ha sufrido diversas vicisitudes. 
Provocó un informe de la propia secretaría, de los ser- 
vicios técnicos de la Cámara. La realidad es que la Me- 
sa de la Cámara aprobó esta petición de comparecencia. 
Debo entender que la Mesa de la Cámara la estimó ajus- 
tada al Reglamento, en función del informe de la pro- 
pia secretaría de la Cámara, y la envió a la Comisión 
de Política Social y de Empleo. Pero ahí es cuando em- 
piezan los problemas, aunque ya había habido discu- 
siones sobre la oportunidad política o no de esta 
comparecencia. 

Desde el punto de vista reglamentario, creo que la ini- 
ciativa está claramente reflejada y apoyada desde el mo- 
mento en que la Mesa de la Cámara, que es quien tiene 
que interpretar en primer lugar el Reglamento, entien- 
de que es oportuna y la envía a la Comisión de Política 
Social, que es la que tiene que decir en qué momento 
se realiza esa comparecencia. 

Creo sinceramente que es la Comisión la que debe de- 
cidir el momento en que se debe producir esa compa- 
recencia por una situación sólo y exclusivamente de 
oportunidad política. Lo cierto es que la Mesa admite 
a trámite esa comparecencia, y hay que recordar que 
en esta Comisión se han pedido comparecencias de 
agentes sociales, de la patronal, de sindicatos, etcéte- 
ra. En ocasiones ha sido la propia Mesa de la Cámara 
la que ha decidido la no oportunidad de comparecen- 
cias en esta Comisión, utilizando restrictivamente el Re- 
glamento, en el sentido de que sólo comparezcan 
autoridades o miembros dependientes de la Adminis- 
tración. Es una interpretación desde mi punto de vista 
absolutamente restrictiva, pero la realidad es que ésta 
en concreto sí fue admitida a trámite por la Mesa. 

Debemos entender que está ajustada al Reglamento 
de la Cámara, pero el escollo lo encontramos en la Co- 
misión de Política Social. Quiero decir que había un de- 
bate trabado en torno a la ONCE, puesto que había 
comparecido ya la Ministra, y nosotros considerábamos 
que sus explicaciones no eran suficientes. 

¿Por qué el Grupo Popular quiere que comparezcan 
los dirigentes de la ONCE? Sobre la situación actual 
de la ONCE se habla mucho, se han escrito libros. No 
hay más que consultar la prensa de estos dos últimos 
años para ver cómo hay una sombra de duda sobre las 
actividades de la ONCE, cómo hay zonas profundamen- 
te oscuras de las actividades económicas de la ONCE, 
de la utilización de un monopolio que tiene la ONCE 
en el juego, que disfruta sólo y exclusivamente la ON- 
CE, con las ventajas fiscales que ello significa; con un 
protectorado donde están representados el Ministerio 
de Asuntos Sociales, el Ministerio de Trabajo y el Mi- 
nisterio de Hacienda. Hemos visto al Ministro de Eco- 
nomía verter opiniones en torno a la utilización de 
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fondos del monopolio del juego del que disfruta la ON- 
CE, hemos oído opiniones de la Ministra de Asuntos So- 
ciales, públicamente, sobre los fines de la ONCE, sin 
embargo, se le niega a un Grupo parlamentario, que tie- 
ne la obligación y el derecho, según la propia Constitu- 
ción, de controlar la Administración, la posibilidad de 
oír la versión de la propia ONCE sobre sus actividades. 

No quiero pensar que la ONCE tiene algo que ocul- 
tar, pero los hechos que se desarrollan en esta Cámara 
cada vez me confirman más en ese sentido. Creo que 
no es, desde el punto de vista político, excesivamente 
inteligente, negarse a esta comparecencia continuamen- 
te, porque al final lo que flota en el ambiente es que 
el Grupo Socialista, por intereses -que cualquiera sa- 
be cuáles son-, se niega a que el Director General de 
la ONCE comparezca en esta Cámara para preguntar- 
le sobre el monopolio del juego y sobre la utilización 
de esos fines en empresas privadas. No hay que olvi- 
dar que la ONCE es un monopolio, disfruta de un mo- 
nopolio, es una entidad de derecho público que cuenta 
con la tutela de la Administración y del Gobierno, pues- 
to que en ese protectorado no sólo está representado 
un Ministerio, sino tres y que invierte, por ejemplo, en 
los medios de comunicación. 

No hay que olvidar tampoco que esta Cámara, según 
la propia Constitución, tiene que controlar los medios 
de comunicación públicos y que, habida cuenta de que 
es una entidad de derecho público, se podría interpre- 
tar que, en cierta forma, también la participación de 
la ONCE en Tele 5 y en Onda Cero es la participación 
de un ente público en los medios de comunicación, pa- 
sando por la empresa privada y por los grandes escán- 
dalos que se suscitan continuamente en torno a esta 
organización. 
Lo que quiero es aclarar esta situación y creo que el 

seno de la Comisión de Política Social es el sitio ade- 
cuado. Nosotros entendemos que hay una sombra de 
duda sobre las actividades de la ONCE, y creemos que 
se le hace un flaco favor a esta organización convirtien- 
do en oscuridad todo lo que la rodea. Creemos que no 
se contribuye al esclarecimiento y a que la situación 
sea bastante más diáfana de lo que lo es en este mo- 
mento, y entendemos que no hay ningún motivo regla- 
mentario que impida al Grupo Socialista, mayoritario 
en la Cámara, aprobar esta comparecencia. Creemos 
-mientras no se nos demuestre lo contrario- que hay 
una cierta ligazón entre un sector del Partido Socialis- 
ta, representado por la señora Fernández y el señor Gue- 
rra, que se siente muy cómodo con las actividades que 
está llevando a cabo la ONCE, y es la propia organiza- 
ción la que tiene que venir a esta Cámara y demostrar 
que eso no es cierto. 

Esa pertinaz actitud del Grupo Socialista de negar 
esta comparencia no contribuye nada. Hay zonas muy 
oscuras y creo que el Grupo Socialista mira a la ONCE 
desde la oscuridad más absoluta y se niega a que se ha- 
ga esa clarificación de los hechos. Estimamos, señor 
Presidente, que es polfticamente poco presentable que 
el Grupo de la mayorfa -y me gustaría escuchar los 

argumentos que tiene- se niegue a esta comparecen- 
cia, que, insisto, la Mesa de la Cámara ha considerado 
oportuna y ha tramitado. Nos encontramos aquí, de 
nuevo, ante esa negativa cerrada del Grupo de la ma- 
yoría, teniendo en cuenta que cuando nuestro Grupo 
Parlamentario pidió esa comparecencia era oportuna, 
porque había un debate trabado en torno a la ONCE. 
IA que ocurre es que en el mes de febrero del año 1992, 
diez meses después de la petición de esas comparecen- 
cias, podría entenderse que ese debate no está traba- 
do. Desde nuestro punto de vista, cuando se solicitó esa 
comparecencia, sí lo estaba. No entendemos el uso res- 
trictivo del Reglamento por parte del Grupo de la ma- 
yoría al negar la comparecencia de autoridades y de 
personas competentes que puedan informarnos y acla- 
rarnos cuestiones para ver la luz en temas tan comple- 
jos y tan difíciles como el de la ONCE. 

Por tanto, no hay ningún motivo reglamentario para 
impedir esta comparecencia. Creemos que la motiva- 
ción es puramente política. Insistimos en que la ON- 
CE es una entidad de derecho público que disfruta de 
un monopolio, al igual que CAMPSA y que REPSOL, y 
si éstos pueden comparecer en esta Cámara (hay mu- 
chos ejemplos de comparecencias de personas no vin- 
culadas a la Administración, y basta recordar que hace 
poco, cuando se discutió el PEN, comparecieron todos 
los Presidentes de grandes empresas energéticas de 
nuestro país), ¿por qué se niega la comparecencia de 
la ONCE en esta Comisión? ¿Es que el Partido Socia- 
lista tiene algo que ocultar respecto a las actividades 
de la ONCE? Me gustaría que se me aclarara, porque, 
insisto, desde el punto de vista reglamentario no hay 
ninguna motivación que impida la comparecencia de 
la ONCE en esta Cámara. Además, es obligación de los 
Grupos de la oposición controlar las actividades de es- 
ta organización que, insisto, es una corporación de de- 
recho público, difruta de un monopolio en el juego, está 
protegida por la Administracibn y, por lo tanto, se pue- 
de considerar vinculada a la Administración. Por ello, 
la actitud del Grupo de la mayoría es una usurpación 
de las obligaciones de los grupos parlamentarios. 

El señor PRESIDENTE Simplemente quiero indicar- 
le que cualquier admisión a trámite por parte de la Me- 
sa de la Cámara no supone que las Mesas de las 
Comisiones tengan que tramitar en sentido positivo 
cualquier petición de comparecencia o iniciativa par- 
lamentaria de los grupos. La Mesa de la Comisión tie- 
ne capacidad para poder decidir la oportunidad política 
o no de cualquier iniciativa. 

Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
lunya, tiene la palabra el señor Vázquez. 

El señor VAZQUEZ ROMERO Empezaré por recor- 
dar que fue una petición de mi Grupo, Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya, de comparecencia de la seño- 
ra Ministra de Asuntos Sociales para tratar los proble- 
mas de la ONCE en el seno de esta Comisión, la que 
permitió que, por primera vez en esta Casa, se hablara 
de esa institución que a todos nos preocupa. 
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Hay razones objetivas que nos llevan a pensar que se- 
ría bueno que el señor Durán compareciera en esta Co- 
misión, como Director General de esa organización, 
precisamente para aclarar todas aquellas sombras de 
dudas, todos aquellos supuestos malentendidos que ha- 
ya al respecto de esta organización. 

Es cierto que éste no es un momento álgido para un 
debate sobre la ONCE, habida cuenta de que en los me- 
dios de comunicación no parece haber ninguna noticia 
alarmante al respecto. Ese sería un argumento a favor 
de que la comparecencia se produjera en este momen- 
to, porque fuera de la presión por parte de los medios 
de comunicación o de la opinión pública sería posible 
tratar los temas de la ONCE con mayor objetividad o 
tranquilidad y, repito, al margen de esa presión de la 
opinión pública podrían tratarse temas relacionados 
con la ONCE. 

Nos parece que sería oportuno que el señor Durán 
compareciera ante esta Comisión, y si se produce la vo- 
tación votaremos positivamente, porque nos parece que 
sería de interés colectivo, de todos los miembros de es- 
ta Cámara, independientemente del grupo político, de 
las adscripciones a unas u otras simpatías, discutir 
tranquila y razonadamente los temas relativos a la ON- 
CE que no olvidemos que tiene, como se ha dicho, una 
tutela por parte de miembros importantes de este Go- 
bierno, de Ministerios, que es la vía por la que noso- 
tros, representantes populares, tenemos acceso a la 
petición de comparecencia de determinadas personas. 

Por otra parte, como también se ha citado, para el su- 
puesto de que se pueda considerar que los miembros 
que no son de la Administración no deben comparecer, 
debo señalar que en esta Comisión han comparecido 
otras personas, agentes sociales -se han citado algu- 
nos nombres-, porque hemos considerado oportuno 
que lo hicieran. Otra cosa sería que unas u otras per- 
sonas se negaran -y probablemente estarían en su 
derecho- a comparecer, pero para rechazar el trámite 
de esa solicitud de comparecencia me parece que no 
existen argumentos razonables. 

Repito que nosotros vamos a apoyar esa petición de 
comparecencia del señor Durán en el seno de esta Co- 
misión de Política Social y de Empleo. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Vasco (PNV), 
tiene la palabra el señor Olabarría. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ Voy a votar positiva- 
mente la propuesta presentada por el Grupo Popular, 
pero no por las argumentaciones manifestadas por la 
portavoz del mismo, señor Presidente. Las cosas que ha 
dicho la señora Villalobos, con todo respeto, por razo- 
nes de la más elemental prudencia, no me atrevería a 
expresarlas. Yo no puedo calificar de escándalo opera- 
ciones financieras: mejor dicho, una precisión técnica- 
mente más pertinente, una operación de naturaleza 
financiera o especulativa no puede ser un escándalo, 
por definición, salvo que así lo declare un juez o un ma- 

gistrado. Esta es la primera valoración. Yo no me atre- 
vo a imputar por proyección responsabilidades 
políticas a ningún grupo parlamentario, a ningún par- 
tido, salvo que esto se demuestre. 

Sin embargo, la señora Villalobos sí tiene razón en 
la primera parte de su argumentación. Lo que no pue- 
do aceptar por razones de filosofía parlamentaria, se- 
ñor Presidente, es que un miembro de una corporación 
de derecho público, vinculada tutelarmente a la Admi- 
nistración pública del Estado, con un patronato cons- 
tituido por órganos de la Administración, por repre- 
sentantes máximos de la Administración, no sea una 
corporación, algo que pueda estar sujeto al control par- 
lamentario pertinente, y no se puede por ello, «sensu 
contrario», establecer la opinión restrictiva de que só- 
lo los miembros de la Administración pública del Es- 
tado pueden ser sujetos del control parlamentario 
pertinente. Porque la Administración está constituida 
fundamentalmente, utilizando los criterios convencio- 
nalmente aceptados por la doctrina administrativa, por 
tres tipos de órganos: órganos administrativos <( stric- 
to sensu», aquí no habría ninguna dificultad en acep- 
tar su sujeción al control parlamentario; organismos 
autónomos cuya dependencia es tutelar, tampoco se 
puede considerar que estén ajenos al control parlamen- 
tario; y órganos estatutarios que no pertenecen a la Ad- 
ministración, que tienen un estatuto fundacional que 
constituye sus funciones y su propia organización in- 
terna, Órganos como el Consejo Económico y Social, 
que también están sujetos al control parlamentario. Si 
la argumentación que va a realizar el Partido Socialis- 
ta es exclusivamente de naturaleza formal, vinculando 
el ámbito subjetivo del control parlamentario a órga- 
nos de la Administración «stricto sensuv, entiendo que 
estamos realizando una opinión restrictiva de las pro- 
pias posibilidades de control político de esta institución 
grave y de un precedente peligroso, señor Presidente. 

Rechazando las argumentaciones de naturaleza es- 
trictamente política, que me parecen discutibles y en 
todo caso no fundadas, del Partido proponente, voy a 
votar con el Partido proponente esta proposición de ley 
y voy a pedir que el señor Durán comparezca, sencilla- 
mente para que, en un tono parlamentario adecuado y 
ponderado, informe sobre cuestiones más o menos dis- 
cutibles, más o menos morbosas, pero, sobre todo, pa- 
ra que informe sobre lo que es pertinente, sobre lo que 
este señor debe informar: sobre cuáles son las imputa- 
ciones de que sus dineros, los suyos propios, vincula- 
dos también a la Administración indirectamente, vayan 
a la promoción de las minusvalías que se realizan des- 
de esta empresa-institución. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Mixto, tiene la 
palabra la señora Garmendia. 

La señora GARMENDIA GALBETE Yo también voy 
a apoyar la petición de comparecencia que ha hecho el 
Grupo Popular, sin entrar a valorar ahora, porque tam- 
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poco es el momento adecuado, la obscuridad de las ac- 
tuaciones de la ONCE u otros juicios de valor que se 
han dado sobre posibles intereses. 

Desde el punto de vista reglamentario, no hay real- 
mente escollos para que esta Comisión decida que com- 
parezca el señor Durán. Otra cosa será lo que quiera 
hacer el señor Durán, que no puede ser obligado por 
esta Comisión a comparecer. 

Desde el punto de vista político, es comprensible y 
lógico que en esta Comisión haya interés, curiosidad y 
necesidad de conocer ciertos datos en el ejercicio de 
las facultades de control, pero como han dicho los por- 
tavoces que me han precedido en el uso de la palabra, 
realmente la ONCE es una entidad de derecho público 
y creo que deberíamos solicitar la comparecencia del 
señor Durán. Este considerará si quiere, debe o le pa- 
rece conveniente asistir a esta Comisión, pero no creo 
que en ningún momento tenga que nacer desde el pro- 
pio seno de la Comisión el freno para una comparecen- 
cia que nosotros consideramos oportuna y que, además, 
ha sido pedida por un grupo de la Cámara, a raíz de 
la comparecencia de la señora Ministra. 

Por tanto, en caso de que se someta a votación, vota- 
ré afirmativamente. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista, tie- 
ne la palabra la señora García Manzanares. 

La señora GARCIA MANZANARES: El Grupo Parla- 
mentario Socialista, como muy bien conocen todas 
SS. SS. y especialmente la señora portavoz del Grupo 
Popular, no va a votar favorablemente la comparecen- 
cia -in esta Comisión del señor Director General de la 
ONIE. Mi Grupo lo considera así no por las reiteradas 
e inacabadas insinuaciones, opiniones, acusaciones o 
demás retahílas de la cosecha de la señora Villalobos, 
sino con los argumentos que voy a exponer y que per- 
tenecen a tres órdenes diferentes, no solamente de na- 
turaleza formal, como decía el portavoz del Partido 
Nacionalista Vasco -que, efectivamente, también los 
vamos a dar-, sino también de otro tipo. 

De naturaleza formal, habría que destacar dos cues- 
tiones: una, la interpretación que nosotros podemos ha- 
cer del Reglamento y, otra, la propia naturaleza jurídica 
de la ONCE. En cuanto al Reglamento no voy a repetir 
lo que ampliamente conocen todas SS.  SS. Efectivamen- 
te, en el artículo 44 se considera la posibilidad de que 
comparezcan en esta Comisión determinadas persona- 
lidades de la Administración u otras personas compe- 
tentes en la materia, a efectos de informar sobre un 
tema que se esté tratando. Pero también conocen 
SS.  SS., como muy bien ha dicho el Presidente, que no 
es óbice el hecho de que la Mesa de la Cámara admita 
a trámite una iniciativa para que la propia Mesa de la 
Comisión la rechace. Por tanto, conocen perfectamen- 
te que es criterio de la Mesa, al menos de esta Comi- 
siór.. que no se admitan comparecencias en esta 
Cor,.isión de personas que no pertenezcan a la Admi- 

nistración. Así ha venido siendo a lo largo de esta le- 
gislatura, al menos, que es la que yo conozco. 

Esta es una interpretación restrictiva ciertamente, pe- 
ro necesaria para lograr una mayor eficacia de esta co- 
misión. Otra cuestión bien distinta son las ponencias 
que, a propósito de determinados temas, se constituyen 
en la Comisión. Incluso el señor Director General de 
la ONCE ha comparecido no solamente en la Ponencia 
que estudió el juego, sino en la que actualmente se de- 
sarrolla en esta Comisión sobre la situación de los mi- 
nusválidos, pero no en líneas generales dentro de la 
Comisión. 

Como me consta que conocen perfectamente SS.  SS.  
el Reglamento y el criterio reiterado de la Mesa del Con- 
greso de esta Comisión no insistiré más en este tema. 

En cuanto a la naturaleza formal, habría que desta- 
car la propia naturaleza jurídica de la ONCE. Es una 
organización de Derecho público, de carácter social, ba- 
jo el protectorado del Estado. Desarrolla una serie de 
actuaciones que podrían considerarse públicas y en esa 
medida ser idóneas para efectuar una comparecencia 
ante esta Comisión, así como otras actuaciones que son 
estrictamente de carácter privado como las de cual- 
quier otra empresa. 

Existen multitud de corporaciones, organizaciones e 
instituciones de esta misma naturaleza que pueden ser, 
que son de Derecho público, que son de carácter social 
o que deben desarrollar sus actuaciones en el marco 
de unos límites que establece la superior protección del 
Gobierno. Con este argumento podríamos sentar el pre- 
cedente de pedir comparecencias ante esta Comisión, 
por ejemplo, de colegios profesionales, médicos, ATS, 
trabajadores sociales, organizaciones sindicales, asocia- 
ciones de jubilados y pensionistas, asociaciones de afec- 
tados de algún tipo de minusvalía o discapacidad; de 
la Cámara de la Propiedad Urbana, que puede tener la 
misma naturaleza; de distintas ONG, etcétera. Todo ello 
sería legítimo, pero provocaría un colapso que aboca- 
ría a esta Comisión a la más absoluta ineficacia. De nin- 
guna de estas organizaciones podríamos negar ni su 
carácter social, ni su protección pública ni, en muchos 
casos incluso, la complementariedad de funciones con 
la Administración. Pero, ¿se imaginan, señorías, con to- 
da esa legitimidad y sentando un precedente de esa na- 
turaleza, el amplio abanico de corporaciones sociales, 
financieras e incluso bancarias a las que podríamos so- 
licitar su comparecencia y desfilarían por esta Comi- 
sión? No nos parece riguroso ni serio, teniendo en 
cuenta -y éste sería el segundo orden de argumentos- 
cuál es la naturaleza de esta Comisión. 

Consideramos que el trabajo de esta Comisión, por 
su propia naturaleza, debe ser otro. 

El segundo orden de argumentos es la irrenunciable 
naturaleza de esta Comisión para ejercer el control de 
la Administración, del Gobierno, de sus programas y de 
sus actuaciones. Debemos y queremos ejercer ese con- 
trol político, en este caso de la ONCE. Por un mínimo 
de rigor debemos hacerlo a través de su Patronato, cu- 
ya presidencia ostenta la Ministra de Asuntos Sociales. 
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Además, hay otros dos Ministerios representados en ese 
protectorado. Esta Comisión debe pedir ese control a 
esos miembros de la Administración, máximos respon- 
sables de ese protectorado de la Organización Nacio- 
nal de Ciegos. 

Quiero recordar también a SS. SS., especialmente a 
la portavoz del Grupo Popular, que el Grupo Socialista 
no sólo no se ha opuesto a que haya transparencia, a 
que haya datos, a que haya información clara y veraz 
sobre la ONCE a través de las comparecencias de la Ad- 
ministración, sino que quiero recordar a SS. SS. que en 
lo que va de legislatura se han producido ya 28 inicia- 
tivas relativas a la ONCE, la gran mayoría correspon- 
den al Grupo Popular, concretamente a la señora 
Villalobos: 25 son preguntas de las que hay abundante 
documentación escrita; tres son comparecencias de la 
señora Ministra de Asuntos Sociales a la que se pregun- 
ta por la actividad económica de la ONCE, por el desa- 
rrollo de sus empresas, por el número y características 
de los solares adquiridos; por las acciones que tiene en 
todos los grupos financieros; por las empresas que com- 
ponen las distintas asociaciones, etcétera. No tengo más 
que recordar a SS. SS. que fotocopien los «Diarios de 
Sesiones», y si es mucho trabajo consultar el archivo 
del Congreso yo se los pasaré gustosamente. (Varios se- 
ñores Diputados del Grupo Popular: jGracias!) 

Por tanto, no podemos hablar -¡ya basta, señorías!- 
de oscurantismo; no podemos hablar de que el Grupo 
Socialista está torpedeando permanentemente y está 
impidiendo que haya una información veraz: no pode- 
mos decir que nos negamos a que se investiguen los te- 
mas de la ONCE, o los de cualquier otra empresa, cuya 
responsabilidad máxima corresponda a la Adminis- 
t ración. 

Me temo, señorías, que en el fondo no es que la seño- 
ra Villalobos o el Grupo Popular no tengan información; 
no es que el Ministerio no aporte los datos, informes, 
respuestas, auditorías y todo lo que se le ha solicitado. 
Con todo respeto, pienso que quizá su interés no está 
tanto en saber qué pasa, cómo está la Organización Na- 
cional de Ciegos, cuál es su organización, cómo están 
sus trabajadores, cómo ha sido su expansión, cómo ha 
sido su modernización, cómo ha sido el salto de pasar 
de institución benéfica a constituirse en una verdade- 
ra empresa competitiva que favorece la reinserción y 
la integración de los minusválidos y promociona pro- 
gramas para otros grupos de minusválidos, sino que los 
verdaderos motivos de solicitar esta comparecencia, 
una vez más (tengo que decirlo, señorías, porque son 
los mismos argumentos que presenta la portavoz del 
Grupo proponente con sus sombras de dudas, con sus 
insinuaciones de irregularidades, con sus acusaciones 
no comprobadas) una vez más, repito, el motivo es el 
ejercicio favorito que caracteriza a la portavoz del Gru- 
po Popular, que no es otro que el sensacionalismo o el 
amarillismo parlamentario. (Rumores en los bancos del 
Grupo Popular.) 

Esto sí es poco serio, señorías, es poco responsable 
y es poco presentable. Una vez más tengo que decirle 

que yo estaría de acuerdo, tal y como han dicho otros 
portavoces que me han precedido, en que se aclararan 
todas las sombras de duda, pero es que no es así. No 
se van a aclarar las sombras de duda mientras no se 
demuestren las supuestas sospechas que la señora Vi- 
llalobos quiere que haya. 

¡Claro que mi Grupo quiere abrir el control parla- 
mentario, el control político, el control del Gobierno, 
el control de todas sus actividades y de todos los pro- 
gramas, y la tutela de todas las organizaciones que tie- 
ne a su cargo! Por eso tratamos de trabajar con seriedad 
y con rigor, desde la discrepancia -¡muy bien!-, des- 
de la oposición, pero también -y no cuesta gran cosa- 
desde lo que pueda ser la cortesía, desde lo que pueda 
ser la buena educación, desde lo que pueda ser el lle- 
gar a investigar positivamente, con criterios construc- 
tivos, todas aquellas actuaciones en las que 
efectivamente haya irregularidades y se demuestren 
aportando datos; vamos a ser los primeros empeñados 
en hacerlo. Nos parece que, una vez más, no es ése el 
motivo de la comparecencia y consideramos -repito- 
que pueda ser un intento de colapsar y de sentar un pre- 
cedente que no puede conseguir sino la pérdida de agi- 
lidad y de eficacia de esta Comisión. (La señora 
Villalobos Talero pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE ¿Con qué fin solicita la pa- 
labra, señora Villalobos? 

La señora VILLALOBOS TALERO: Quiero pedir un 
pequeño turno de dos minutos, por el artículo 73 del 
Reglamento ya que me he sentido contradicha. Este no 
es un debate sobre una proposición no de ley, o pregun- 
tas, sino que es un debate anormal en esta Cámara pues- 
to que es la primera vez que se produce, por lo que le 
pido al señor Presidente que conceda este derecho a es- 
te Grupo Parlamentario. 

El señor PRESIDENTE: Por dos minutos, señora Vi- 
llalobos, tiene la palabra. 

La señora VILLALOBOS TALERO Gracias, señor 
Presidente. 

La señora representante del Grupo de la mayoría no 
ha podido hablar del Reglamento porque está de acuer- 
do con él la petición de comparecencia. No voy a per- 
der ni dos minutos en explicarle el porqué, ya que ella 
lo sabe exactamente igual que yo. 
Lo que no sabía es que la Mesa de la Comisión de Po- 

lítica Social y de Empleo tuviera capacidad para en- 
mendarle la plana al señor Presidente de la Cámara. Es 
una decisión política del Grupo de la mayoría, tiene sus 
votos y se aprobará la no comparecencia, pero esto no 
quiere decir que esta petición no está ajustada a Re- 
glamento. Siendo un precedente, es negativo, señora re- 
presentante de la mayoría. Usted dice que si se acepta 
entonces van a venir los colegios profesionales y los sin- 
dicatos. ¡Es que los sindicatos ya han venido! Quiero 
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recordarle al Grupo de la mayoría que los sindicatos 
y la patronal, a propuesta del Grupo de Izquierda Uni- 
da, estuvieron presentes en las comparecencias presu- 
puestarias. No hubo ningún problema. A partir de ahí, 
sí los hubo. Yo no entiendo por qué debe ser la inter- 
pretación del Grupo de la mayoría la que decida si se 
colapsa o no la Comisión. 

Entiendo que no puede coartar la libertad de un gru- 
po parlamentario de solicitar aquellas comparecencias, 
que tiene derecho a hacer. Y si eso significa que la Co- 
misión de Política Social y Empleo se tiene que reunir 
todos los días de la semana, no tendremos más reme- 
dio que reunirnos. Ahora bien, el argumento de que co- 
lapsamos, señora representante de la mayoría, es 
bastante débil. Creo que sienta un precedente negati- 
vo, lo cual no creo que sea excesivamente bueno para 
la clarificación y la transparencia que debe tener la ac- 
ción parlamentaria y el control de la Administración. 
Por eso, ese argumento a mí no me sirve para nada. 

Usted dice que a la señora Ministra le he hecho mu- 
chísimas preguntas -se las pienso seguir haciendo-, pe- 
ro lo que no ha dicho es la segunda parte: que la señora 
Ministra tarda aproximadamente tres meses en contes- 
tarme -si es que le apetece contestarme-, después de 
reiterarlas muchas veces, y lo hace habitualmente con va- 
guedades y pocas precisiones. Que yo ejerza la potestad 
que tengo de hacerle preguntas ..., las que me dé la gana: 
doscientas o quinientas. Ese derecho lo tengo y no voy 
a renunciar a él. Usted no me puede decir que, como yo 
ya hago preguntas a la señora Ministra, ya no hace falta 
que comparezca el señor Durán, porque el argumento 
vuelve a ser más débil que el anterior. Hago las pregun- 
tas que quiero y ni usted ni nadie me las puede coartar. 
b s  únicos que pueden decir que hago amarillismo par- 
lamentario o no deben ser mis votantes, y eso se verá en 
su momento. Pero a usted no le concedo esa autoridad 
para poder decirme que formulo muchas preguntas. Ha- 
go las que me parecen oportunas. 

Respecto a la buena educación y a la cortesía parla- 
mentaria, efectivamente, creo que es necesaria la cor- 
tesía parlamentaria, pero tampoco debemos encorsetar 
demasiado el Parlamento. A mí no me molesta que us- 
ted diga que yo hago amarillismo parlamentario -que 
también es una descortesía-, ni que lo que hago es sem- 
brar dudas en torno a empresas tan maravillosas co- 
mo la ONCE. Me parece bien que utilice sus 
argumentos, porque esto es el Parlamento y el Parla- 
mento debe ser animado. Señora representante de la 
mayoría: ¡Estupendo! Usted dice que yo hago amarillis- 
mo parlamentario: i Fabuloso! Yo tengo la obligación 
de controlar la acción del Gobierno, y exactamente igual 
que la señora Ministra de Asuntos Sociales pertenece 
y es Presidenta del protectorado de la ONCE, da la ca- 
sualidad que el señor Durán también es miembro de 
ese protectorado, está en el protectorado: es una auto- 
ridad reconocida. 

El señor PRESIDENTE Señora Villalobos, eran dos 
minutos, no era una intervención tan extensa. 

La señora VILLALOBOS TALERO Sí, señor Presiden- 
te, voy abreviando. 

Por lo tanto, desde el punto de vista reglamentario, 
por el artículo 44.3 ó 44.4, tiene cabida perfectamente. 
Usted lo ha reconocido y sus argumentos son bastante 
débiles para poder decir que no. 

Señora representante de la mayoría, yo sigo pensan- 
do lo que pienso. Desde luego, usted no ha puesto ni un 
momento la luz encima de esta Comisión para que to- 
dos estemos convencidos de que no hay ningún crite- 
rio de oscurantismo político para que ustedes impidan 
esta comparecencia. Desde el punto de vista reglamen- 
tario, me parece inoportuna la actitud del Grupo de la 
mayoría; y, desde el punto de vista político, me parece 
profundamente negativo para esa organización a la que 
se supone que ustedes están defendiendo, porque es la 
propia organización la que aquí tiene que decir. .. 

El señor PRESIDENTE Señora Villalobos, le ruego 
concluya. 

La señora VILLALOBOS TALERO Termino inmedia- 
tamente, señor Presidente. 

Señora representante de la mayoría, pienso, debo pen- 
sar y voy a seguir pensando, que hay un intento conti- 
nuo por parte del Grupo de la mayoría de que no se 
aclare la situación de la ONCE, de que no se hable de 
la ONCE. Yo debo pensar que detrás de eso lo que hay 
es un intento clarísimo de proteger intereses muy que- 
ridos para el Grupo del Partido Socialista Obrero Es- 
pañol, un grupo u otro, el hecho es que está dentro del 
Partido Socialista. Lo pensaré y lo sigo pensando. 

El señor PRESIDENTE: Señora Villalobos, dos mi- 
nutos son dos minutos, no son una eternidad. Lo que 
S. S. está haciendo es una intervención. 

La señora VILLALOBOS TALERO: La eternidad es 
muy larga, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Acabe ya por favor, señora 
Villalobos. 

La señora VILLALOBOS TALERO. Un segundo, se- 
ñor Presidente. Por tanto, señora representante de la 
mayoría -y así lo anuncio a la Comisión- mi Grupo 
Parlamentario va a seguir insistiendo y está pensando 
en la posibilidad de recurrir al Tribunal Constitucio- 
nal por amparo, porque entendemos que ustedes están 
tomando una actitud que va en contra de la propia 
Constitución. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra la señora 
García Manzanares, por dos minutos. 

La señora GARCIA MANZANARES Señor Presiden- 
te, le aseguro que no serán dos minutos de la eternidad. 
Unicamente quisiera aclarar dos cuestiones. En primer 
lugar, quiero decirle a la representante del Grupo Po- 
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pular que, en absoluto, el Grupo mayoritario de esta Cá- 
mara pretende -ni lo ha hecho- coartar la libertad 
de que ustedes soliciten todos las comparecencias que 
quieran solicitar, porque efectivamente tienen derecho 
a ello (La señora Villalobos Talero: ¡Muchas gracias!), 
lo cual no impide que ello pueda coartar nuestro crite- 
rio y que podamos seguir defendiéndolo y mantenién- 
dolo. Por tanto, respeten ustedes también el derecho que 
podamos tener a mantener nuestro criterio apoyándo- 
nos, evidentemente, en la mayoría que tenemos. 

En segundo lugar, yo no he dicho que haga S. S. ama- 
rillismo político por preguntar a la señora Ministra; en 
absoluto. ¡Claro que tiene todo el derecho a preguntar! 
Ejerce y hace muy bien. Lo que le señalo es que no pue- 
de decir que no tiene datos claros y que no tiene infor- 
mación alguna porque en repetidas preguntas se le ha 
dado esa información. 

En tercer lugar, el Ministerio no tarda tres o cuatro 
meses en responder sus preguntas. La pregunta del 7 
de mayo fue respondida el 18 de junio; otra de 7 de ma- 
yo fue respondida el 14 de junio; la del 22 de octubre 
fue respondida el 18 de noviembre ... Señoría, conside- 
ro que es un tiempo razonable el de tres o cuatro se- 
manas, en tanto se elaboran una serie de datos mientras 
los servicios, los funcionarios de la Administración, ela- 
boran los datos para ponerlos a su disposición a la ma- 
yor brevedad posible. Por tanto, no es verdad lo que 
usted dice. 

Finalmente, estamos convencidos -y, además, nos da 
usted la razón-, cuando decimos que esta Comisión 
tampoco serviría para aclarar nada, porque ustedes es- 
tán convencidos y van a seguir estándolo; lo ha dicho 
y lo ha anunciado. Van a seguir preguntando, van a se- 
guir insistiendo y van a seguir pidiendo comparecen- 
cias, porque nunca se van a creer absolutamente nada 
de los datos por más claros que estén, mientras no se 
compruebe lo que ustedes quieren que se compruebe 
y eso no es cierto. Por si no... 

El señor PRESIDENTE Señora García Manzanares, 
por favor, concluya. 

La señora GARCIA MANZANARES: Nada más, señor 
Presidente. 

El señor PRESIDENTE Pasamos, por tanto, a votar 
la conveniencia o no de la comparecencia del señor Di- 
rector General de la Organización Nacional de Ciegos 
Españoles. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: ve 
tos a favor, 17; en contra, 20. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 

- APROBACION, CON COMPETENCIA LEGISLATI- 
VA PLENA, DE LA PROPOSICION DE LEY DE 
MODIFICACION DEL REGIMEN DE PERMISOS 
CONCEDIDOS POR LAS LEYES 811980, DEL ES- 

TATUTO DE LOS TRABAJADORES, Y 3011984, DE 
MEDIDAS PARA LA REFORMA DE LA FUNCION 
PUBLICA, A LOS ADOPTANTES DE UN MENOR 

CIALISTA (Número de expediente 1221000081) 
DE CINCO AlQOS. A PROPUESTA DEL GRUPO SO- 

El señor PRESIDENTE: Pasamos al siguiente punto 
del orden del día: aprobación, con competencia legis- 
lativa plena, de la proposición de ley de modificación 
del régimen de permisos concedidos por las Leyes 
8/1980, del Estatuto de los Trabajadores, y 3011984, de 
Medidas para la Reforma de la Función Pública, a los 
adoptantes de un menor de cinco años, propuesta por 
el Grupo Socialista. 

A esta proposición de ley no ha habido ninguna en- 
mienda. ¿Algún Grupo quiere hacer una intervención 
de carácter general? (Pausa.) 

Por el Grupo Popular, tiene la palabra la señora Sainz. 

La señora SAINZ GARCIA Señor Presidente, jno ten- 
drá primero la palabra el Grupo proponente, el Grupo 
Socialista? En la Ponencia quedamos en que posible- 
mente se incorporaría alguna de las propuestas que se 
hicieron. Quizá sería lo normal que interviniese prime- 
ro, aunque luego lo volviese a hacer. 

El señor PRESIDENTE Señora Sainz, normalmen- 
te, el proceso que seguimos en la Comisión es de ma- 
yor a menor, dejando el último turno al Grupo 
Socialista. Como, de hecho, no parece que haya una gran 
contraposición de criterios, si le parece bien a S. S., se- 
guimos el mismo procedimiento. 

La señora SAINZ GARCIA De acuerdo, señor Pre- 
sidente. 

El Grupo Popular se pronunció ya a favor de esta pro- 
posición de ley en su toma en consideración en el Ple- 
no. Como allí indicamos también, no podía ser menos, 
toda vez que lo que en ella se contiene fue ya propues- 
to en su momento por el Grupo Popular. Efectivamen- 
te, solicitamos que se extendiese el permiso y la reserva 
del puesto de trabajo a la figura del acogimiento. Nues- 
tro Grupo interviene ahora, teniendo además previo co- 
nocimiento de que alguna de las sugerencias que 
hicimos en el debate del Pleno va a ser recogida. En 
cualquier caso, no tiene nada más que felicitarse por 
ese cambio de criterio del legislador, dada la importan- 
cia social que tiene todo lo que gira en torno a la ayu- 
da a los niños abandonados. 

Señor Presidente, termino dando nuestro apoyo a un 
proyecto que contempla que un miembro de una fami- 
lia acoja a un niño y que tenga la posibilidad de dedi- 
carle una mayor atención. Desde esa coherencia y 
responsabilidad, nuestro apoyo y nuestro voto es fa- 
vorable. 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene la palabra el se- 
ñor Vázquez. 
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El señor VAZQUEZ ROMERO: Nosotros también va- 
mos a apoyar esta proposición de ley. Ya avanzamos en 
nuestra intervención en el Pleno del Congreso que íba- 
mos a dar el voto positivo a la misma, aunque también 
señalamos entonces que nos parecía una reforma ex- 
cesivamente puntual y que se quedaba quizá corta con 
la realidad operante en la sociedad española respecto 
a los temas de adopción o de acogimiento familiar. Sin 
duda, esta proposición de ley aumenta una serie de de- 
rechos de las personas y favorece la integración en las 
familias de los niños adoptados por esa vía del acogi- 
miento familiar, pero repito que nos parece que habría 
que ser un poco más ambiciosos en esta cuestión y am- 
pliar lo que son derechos necesarios para llevar a buen 
término situaciones realmente difíciles que se presen- 
tan en las familias españolas. 

Nosotros avanzamos en este mismo acto que vamos 
a hacer una proposición de ley pidiendo la modifica- 
ción del Estatuto de los Trabajadores para ampliar la 
edad de los niños adoptados o en acogimiento familiar 
para que abra la posibilidad de tener acceso a ese de- 
recho de permiso con sueldo. Repito que vamos a vo- 
tar favorablemente esta proposición de ley. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista, tie- 
ne la palabra la señora Del Campo. 

La señora DEL CAMPO CASASUS: Deseo manifestar 
el agradecimiento del Grupo Socialista por la favora- 
ble acogida a esta iniciativa de nuestro Grupo, que su- 
pone, es cierto, una reforma puntual, pero es a la vez 
un avance en la política de protección a la infancia que 
el Gobierno y el propio Grupo Socialista vienen desa- 
rrollando e impulsando desde hace años. 

Estamos convencidos, desde luego, de que la posibi- 
lidad de disfrute, por trabajadores y funcionarios que 
acogen a un niño, de un permiso similar al que ya dis- 
frutan los adoptantes va a permitir una mejor y más 
rápida integración en una vida familiar normal de es- 
tos niños, que se encuentran en circunstancias especial- 
mente malas por regla general. 

Por tanto, quiero repetir el agradecimiento de nues- 
tro Grupo y, como ya adelantaba la señora Sainz, de- 
seo señalar una serie de pequeñas correcciones 
técnicas: unas debidas puramente a ermres mecanográ- 
ficos y, otras, a omisiones en el texto de la proposición 
de ley, que espero que SS.  SS. no tengan inconveniente 
en aceptar como tales en este momento. 

En primer lugar, en el artículo 1 falta la palabra «re- 
dactado». Dice el texto: «El último párrafo del número 
3...» «de Medidas para la Reforma de la Función Públi- 
ca queda de la siguiente forma», y debería decir: «que- 
da redactado de la siguiente forman. 

Por otra parte, consideramos, señor Presidente, si- 
guiendo una sugerencia que es cierto que ya hizo el Gru- 
po Popular en el debate de toma en consideración de 
esta proposición, que se debería alterar el orden de los 
artículos, de modo que el artículo 2, que se refiere a 
la Ley del Estatuto de los Trabajadores de 1980, pasara 

a ser el 1.4 y el 1P el 2.0 Seguiríamos, de este modo, el 
mismo orden que se refleja en el título de la proposi- 
ción y, además, nos adaptaríamos a la secuencia cro- 
nológica de ambas leyes. 

Del mismo modo, consideramos que en ambos artí- 
culos se debería incluir la referencia a la fecha de las 
leyes que se modifican. Es decir, Ley 811980, de 10 de 
marzo, y Ley 3011984, de 2 de agosto. 

Y, por último, para adaptar el texto de esta proposi- 
ción, que ciertamente es anterior a la aprobación de 
esas leyes, a las normas sobre redacción de disposicio- 
nes de carácter general aprobadas por el Gobierno, pe- 
diríamos a los Grupos la sustitución de los números de 
los artículos (artículo 1 y artículo 2) por los ordinales 
artículo 1.0 y artículo 2P, respectivamente. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos, por tanto, a votar, 
con competencia legislativa plena, la proposición de ley, 
incluidas las correcciones que ha aceptado la Ponen- 
cia y las sugerencias del informe del señor Letrado de 
la Comisión. 

¿Les parece bien a los Grupos que votemos los dos 
artículos conjuntamente? (Asentimiento.) 

Votamos los artículos 1 y 2. 

Efectuada la votación, fueron aprobados por una- 
nimidad. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados por una- 

Votamos a continuación el preámbulo de la proposi- 
nimidad. 

ción de ley. 

Efectuada la votación, fue aprobado por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados por una- 
nimidad, por tanto, el preámbulo y la proposición de 
ley en su conjunto, con competencia legislativa plena. 

DEBATE Y VOTACION DE PROPOSICIONES NO DE 
LEY: 

- POR LA QUE SE INSTA AL GOBIERNO A ESTA- 
BLECER CON URGENCIA UN CALENDARIO DE 
EQUIPARACION DEL REGIMEN ESPECIAL 

RIDAD SOCIAL. PRESENTADA POR EL GRUPO 
IU-IC (Número de expediente 1611000304) 

AGRARIO AL REGIMEN GENERAL DE LA SEGU- 

El señor PRESIDENTE: Punto IV del orden del día: 
Debate y votación de proposiciones no de ley. 

A petición del Grupo de Izquierda Unida, vamos a dis- 
cutir la última proposición no de ley que figura en el 
orden del día en primer lugar, ya que el proponente de 
Izquierda Unida tiene una incompatibilidad horaria pa- 
ra ello. Si les parece bien, en primer lugar, debatiremos 
la proposición no de ley por la que se insta al Gobier- 
no a establecer con urgencia un calendario de equipa- 
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ración del Régimen Especial Agrario al Régimen Gene- 
ral de la Seguridad Social, propuesta por el Grupo de 
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya. 

Tiene la palabra el señor Romero. 

El señor ROMERO RUIZ: Se trata de una proposi- 
ción no de ley muy importante sobre la que se viene 
hablando en España, en la España democrática. Han 
celebrado varios debates los sindicatos, los represen- 
tantes de la patronal agraria, del Gobierno, y es muy 
importante ahora que se ha iniciado la negociación en 
la que Comisiones Obreras, UGT, COAG, la CEOE y el 
propio Gobierno han establecido reuniones para ana- 
lizar la situación actual del Régimen Especial Agrario 
de la Seguridad Social, su radiografía en cuanto a pres- 
taciones, comparativas con las del Régimen General de 
la Seguridad Social, y la necesidad de estudiar medi- 
das que equiparen el Régimen Especial Agrario al Ré- 
gimen General de la Seguridad Social. 

Tal como se indica en un estudio que ya ha hecho so- 
bre la situacibn de este Régimen Especial Agrario de 
la Seguridad Social la Secretaría de Estado de la Se- 
guridad Social de nuestro país, son bien conocidas las 
raíces y las diversas normas anteriores que hicieron 
surgir este Régimen Especial y sus modificaciones. Des- 
de la Ley de Bases de la Seguridad Social de 1963, de- 
sarrollada por la Ley de la Seguridad Social de 1966, 
a las que hay que añadir la reforma incluida en la Ley 
41/70, de perfeccionamiento de la acción protectora. 

También es sabido por todos que la regulación espe- 
cífica no tuvo lugar hasta que se promulgaron los De- 
cretos 2.123/71, de 23 de julio, y 3.772/72, de 23 de 
diciembre. A la hora de fundamentar la existencia de 
este régimen especial se esgrimían desde diversos ám- 
bitos jurídicos, doctrinales, de la Administración, etcé- 
tera, varias razones: las características del empleo y la 
forma de trabajo en el campo, el marco jurídico de las 
relaciones laborales, la necesidad de apoyar al sector 
agrícola, tradicionalmente más deprimido que otros 
sectores, las características de la propia patronal agra- 
ria, etcétera, a lo que se añadían las circunstancias his- 
tóricas ineludibles de un tratamiento legal difemciado, 
que se había ido perfilando prácticamente desde prin- 
cipios de siglo, por tanto, con una inercia difícilmepte 
modificable, máxime en un contexto de Seguridad so- 
cial a su vez bastante sectorializado y parcializado, cir- 
cunstancia ésta también existente en otras legislaciones 
europeas. 

En otro orden de cosas, desde ámbitos ajenos al De- 
recho, y en coherencia con un régimen político que era 
el existente en aquel período histórico, basado en un 
mensaje populista hacia los trabajadores campesinos 
y en apoyo político a los grandes medios y a los gran- 
des propietarios agrarios, se planteaba que el funda- 
mento de este régimen especial era ampliar y garantizar 
la protección social para un sector con condiciones de 
vida y de trabajo bastante más inferiores a las de otros 
sectores productivos y, a la vez, proteger los intereses 
empresariales del campo como un sector básico y dé- 

, 

bil en el conjunto de la economía nacional. Sin embar- 
go, la realidad es que se consolidó un marco de 
protección social en cuanto a prestaciones netamente 
por debajo de las reconocidas a los trabajadores del ré- 
gimen general, ya que eran bajísimas en aquel período 
y, por el contrario, un sistema de cotización claramen- 
te favorable para la patronal del sector en relación con 
los empresarios del régimen general. 

Con el transcurso del tiempo, y básicamente en el pe- 
ríodo democrático, se dieron pasos significativos en el 
sentido de ir dando una aproximación de las prestacio- 
nes a las del régimen general en lo que se refiere a los 
trabajadores por cuenta ajena, manteniéndose, sin em- 
bargo, mayores diferencias para los trabajadores autó- 
nomos o por cuenta propia de la agricultura. Por otra 
parte, la financiación de este régimen ha sido siempre 
tremendamente deficitaria. Si relacionamos ingresos 
con gastos dentro del propio régimen, hay un déficit que 
globalmente considerado en la actualidad supera el bi- 
llón de pesetas. Tan sólo en los últimos años se ha in- 
tentado corregir ese déficit de financiación aumentan- 
do sensiblemente las cuotas obreras, y en mucha me- 
nor medida las empresariales. Aún así, los efectos de 
estas medidas han sido de pequeña importancia y el dé- 
ficit ha seguido creciendo de forma imparable. 

Dada la evolución actual, de no adoptarse sustancia- 
les modificaciones en relación con la situación de este 
régimen en un breve plazo de tiempo el déficit de finan- 
ciación del mismo puede acarrear consecuencias muy 
negativas para el conjunto de las prestaciones del sis- 
tema público de la Seguridad Social, máxime si se si- 
gue consolidando -y todo indica que va a ser así- el 
carácter crecientemente contributivo de las prestacio- 
nes económicas del mismo y se destina lo esencial de 
la aportación del Estado a la financiación de la sani- 
dad pública, a las prestaciones no contributivas y a las 
garantías de mínimos. 

Por otra parte, como consecuencia del deficiente sis- 
tema de cotización del régimen especial agrario, agra- 
vado por las condiciones de eventualidad predominan- 
tes en el trabajo del sector agrario, aunque se ha pro- 
ducido legalmente una aproximación a las prestacio- 
nes del régimen general, sin embargo, como después 
veremos, el distanciamiento entre las pensiones medias 
del régimen agrario y las del régimen general, que tra- 
dicionalmente han sido importantes, se han incremen- 
tado de forma más intensa en los últimos años. Por 
ejemplo, a partir de lo anteriormente expuesto hay dos 
soluciones: una simplista, que es defender la supresión 
del régimen especial agrario y su integración sin más 
en el régimen general, opción que no sería afortunada 
en este momento: y, por el contrario, hay otra salida, 
que es la que está a debate y en negociación con los in- 
terlocutores sociales, que se trata de ir equiparando el 
régimen especial agrario en cuanto a modificaciones 
en las cotizaciones y a las prestaciones al colectivo que 
ha de amparar, con objeto de que no existan en la de- 
mocracia española sectores discriminados en relación 
con las prestaciones y con los servicios que se reciben. 
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Yo voy a dar algunos datos. Por ejemplo, en las presta- 
ciones económicas del Régimen Especial Agrario, có- 
mo han evolucionado las pensiones y las altas en dicho 
Régimen. En el año 1983, el número de pensionistas en 
el Régimen Especial Agrario era de 1.536.625 personas; 
el incremento anual se situaba en el 2,22 por ciento, y 
las altas anuales eran de 114.956 personas. En el año 
1991, con datos hasta el primer semestre -podemos ha- 
blar del año 1990, que son datos completos-, las pen- 
siones son de 1.665.241 personas; el incremento anual, 
del 0,91 -ha caído dicho incremento en cuanto al nú- 
mero de pensionistas del sector-, y la altas iniciales 
también han bajado, pues en 1990 son de 96.938 perso- 
nas. La tendencia de estos últimos años tiene como ca- 
racterística principal una desaceleración lenta del 
crecimiento del número de pensiones, al igual que su- 
cede con el conjunto de pensiones del sistema de la Se- 
guridad Social, aunque el crecimiento anual es aún más 
bajo que el del total del sistema, que está situado en 
1990 en un 2,6 por ciento. Es significativo también que 
haya caído el número de altas. 

Las pensiones medias -para que SS. SS. se hagan 
idea de la discriminación que existe en la actualidad- 
del Régimen Especial Agrario y del Régimen General 
son las siguientes. En el conjunto de las pensiones, en 
el año 1983 la pensión media era de 20.844 pesetas en 
el Régimen Especial Agrario; la pensión media en el Ré- 
gimen General era de 24.275 pesetas, es decir, cerca de 
4.000 pesetas más en el Régimen General en el año 1983. 
En el año 1991, la pensión media para el pensionista 
acogido al Régimen Especial Agrario de la Seguridad 
Social es de 39.050 pesetas y la pensión media del Ré- 
gimen General es de 53.325 pesetas, es decir, han ido 
aumentando la diferencia y la discriminación en cuan- 
to a pensiones medias. 

Respecto a invalidez, en el año 1983 era de 22.510 pe- 
setas; en el Régimen General era de 28.068 pesetas. En 
el año 1991, la pensión media de invalidez para los tra- 
bajadores del campo es de 41.667 pesetas, y la pensión 
media de invalidez para el Régimen General es de 57.991 
pesetas. También aquí, en el campo de la invalidez, se 
da una diferencia importante en perjuicio de los tra- 
bajadores del campo. 

Cuando hablamos, por ejemplo, de la jubilación, en 
el año 1991 es de 42.976 pesetas la jubilación media pa- 
ra los trabajadores del campo; en el Régimen General, 
62.273 pesetas de jubilación media. Y en la viudedad 
es donde se da la mayor diferencia, hay también 30.000 
pesetas de pensión media de viudedad y 36.323 en el 
Régimen General de la Seguridad Social. Es una situa- 
ción que viene determinando la comparación que po- 
demos hacer en relación con las pensiones, donde hay, 
en el año 1991, unas diferencias muy importantes. Es- 
tos datos demuestran que se van acentuando unas di- 
ferencias en invalidez, en jubilación y en viudedad que 
es necesario corregir. 
Las propuestas que hay sobre la mesa, señorías, y con 

esto termino, son propuestas de un estudio muy serio 
de la UGT, de un estudio también muy serio de Comi- 

siones Obreras, de un estudio importante y serio de la 
CEOE y de la COAG, aportando soluciones para ver có- 
mo se equipara el Régimen Especial Agrario de la Se- 
guridad Social al Régimen General. Se habla de 
suprimir las jornadas teóricas, que son de unas 56 pe- 
setas por jornada teórica, y de que se abonen por jor- 
nadas reales, haciendo unas bonificaciones a los 
empresarios pequeños y medianos del campo, con ob- 
jeto de que los campesinos con pequeñas explotacio- 
nes no vean que se carga sobre ellos una mayor 
contribución a la Seguridad Social Agraria, teniendo 
en cuenta la situación de la agricultura y la dificultad 
por la que atraviesa este importante sector. Porque las 
cotizaciones de los trabajadores del campo están ya 
prácticamente equiparadas a las del Régimen General 
de la Seguridad Social, sin embargo, reciben unas pres- 
taciones inferiores, que con el artículo 14 de la Consti- 
tución Española en la mano no se sostienen, ya que son 
discriminatorias, en relación con sus derechos como ju- 
bilados, como pensionistas, si los comparamos, como 
hemos visto en los datos aportados, con el Régimen 
General. 

Se trata de que en esta Comisión, al aprobar y hacer 
un mandato al Gobierno para que se vaya estudiando 
la equiparación del Régimen Especial Agrario al Régi- 
men General, se refuerce, se avale desde el Parlamento 
o se apoyen, mejor dicho, las negociaciones en marcha, 
que son reuniones que tienen lugar estos días sobre do- 
cumentos que se han puesto sobre la mesa y que pue- 
den conducirnos a que en España se eliminen las 
diferencias para que a este importante sector de traba- 
jadores del campo se le vaya equiparando a la gente de 
la ciudad con objeto de que haya la misma calidad de 
vida y los mismos ingresos en todos los sectores. Mu- 
chas gracias por la atención prestada. 

El señor PRESIDENTE ¿Grupos parlamentarios que 

Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor 
quieren intervenir? (Pausa.) 

Pascual. 

El señor PASCUAL MONZO: Tomo la palabra en nom- 
bre del Grupo Parlamentario Popular para fijar la po- 
sición respecto a la proposición no de ley presentada 
por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalun- 
ya para pedir la equiparación del Régimen Especial 
Agrario de la Seguridad Social, evitando las discrimi- 
naciones que se producen en la actualidad. 

Mi Grupo Parlamentario podría estar de acuerdo con 
dicho planteamiento, lo que pasa es que habría que ma- 
tizar las consecuencias de la petición de equiparación 
de prestaciones del Régimen Especial Agrario al Régi- 
men General de la Seguridad Social. 

Existe, ciertamente, una llamada mesa de reforma del 
régimen de la Seguridad Social que, como ha dicho el 
representante de Izquierda Unida, la forman desde la 
patronal, como es la CEOE, hasta los sindicatos, y en 
la que se ha estado debatiendo este tema, pero parece 
que últimamente está paralizada. Nosotros apoyamos 
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que esta mesa siga debatiendo el tema que tratamos en 
este momento, pero me gustaría hacer algunas matiza- 
ciones para que el debate que estamos manteniendo hoy 
aquí sirva para fijar la postura del Grupo y del Partido 
Popular. 

Señorías, quiero ofrecer una serie de datos que no 
han sido dados por el representante de Izquierda Uni- 
da sobre la situación de la agricultura española. Con 
este equiparamiento que se pide estamos de acuerdo, 
porque el agravio comparativo en el que se encuentran 
los agricultores españoles es grande con respecto al res- 
to de sectores de la sociedad española, pero creemos 
que este equiparamiento de regímenes va a traer unas 
consecuencias. En cuanto a si la carga económica, ese 
billón de pesetas del que ha hablado el proponente 
-que ciertamente es así-, va a recaer sobre el mismo 
sector agrario, entonces, señorías, habrá que pensar en 
cerrar la agricultura española, porque hoy en día es un 
sector en el que, según los datos del año 1991, el poder 
adquisitivo es un nueve por ciento inferior con respec- 
to a 1990. 

Siguiendo con datos recientes de la Dirección Gene- 
ral de Aduanas, la balanza agroalimentaria española ha 
disminuido en un 26 por ciento, es decir, 196.076 mi- 
llones menos que el año 1990. 

El despoblamiento de las zonas rurales es evidente. 
Las últimas directrices de la Comunidad Económica 
Europea van en el sentido de fijar la población rural 
en su hábitat natural, en su lugar de nacimiento, don- 
de desarrolla su vida, para así evitar estos despobla- 
mientos. La mejora de las prestaciones para los 
agricultores es evidente que iría en este sentido, pero, 
repito, que siempre que el soporte económico, que es 
donde está el meollo de la cuestión, no repercuta fuer- 
temente en las arcas de los agricultores. 

Anualmente, 100,000 agricultores abandonan la ac- 
tividad agraria, se están yendo a otras actividades, por- 
que, con los datos que les he dado anteriormente es 
evidente que hay trabajadores que no pueden mante- 
ner a sus familias. Todo este despoblamiento de las zo- 
nas rurales crea un aumento de densidad de población 
en barrios periféricos de las grandes ciudades, con to- 
das las consecuencias negativas que conlleva, como es 
el aumento de la delincuencia, el aumento del consu- 
mo de droga, etcétera. 

Por lo tanto, a pesar de que el agricultor está hacien- 
do un gran esfuerzo para modernizar sus explotacio- 
nes y hacer frente al reto que impone la Comunidad 
Económica Europea -reto que está afrontando prác- 
ticamente sin ayudas estatales-, la mayoría no lo pue- 
de soportar y tienen que abandonar la agricultura. 

Sin extenderme más, quiero señalar, señorías, que es 
evidente que hay un principio de solidaridad que en este 
caso se está cumpliendo desde las prestaciones del Ré- 
gimen de la Seguridad Social, al tener el Régimen Es- 
pecial Agrario un déficit de un billón de pesetas. 

Señorías, si queremos seguir teniendo un mundo ru- 
ral vivo, con gente que lo cuide, que le sirva de soporte, 
con las repercusiones positivas que tiene en el medio 

ambiente, tenemos que ser solidarios. Estoy completa- 
mente de acuerdo en que hay que mejorar las presta- 
ciones, pero habría que estudiar más a fondo, aunque 
no es el motivo de esta proposición no de ley -y quizá 
es en lo que nos hemos quedado un poco cortos-, quién 
va a soportar la equiparación de prestaciones del Ré- 
gimen Especial Agrario al Régimen General de la Se- 
guridad Social. Esto es lo que se queda un poco en el 
aire y que preocupa a mi Grupo Parlamentario. 

Por tanto, en principio nuestro Grupo Parlamentario 
está de acuerdo en que se debata, porque la mejor ma- 
nera de que haya claridad en los temas -y ya se ha visto 
en un tema anterior- es que se permita el debate y que 
se llegue a las conclusiones a las que se quiere llegar, 
que para eso estamos en una democracia. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Catalán, tiene 
la palabra el señor Hinojosa. 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA A mi Grupo le pare- 
ce razonable la proposición no de ley del Grupo Izquier- 
da Unida-Iniciativa per Catalunya y por una vez le 
parece que lo que piden es una cosa modesta. En defi- 
nitiva, lo que piden es establecer un calendario para 
la equiparación de un régimen al otro. 

Hay que reflexionar sobre este tema, porque no es tan 
baladí, no es tan fácil. Los regímenes especiales de la 
Seguridad Social son tradicionalmente deficitarios. La 
eliminación de estos regímenes y su incorporación en 
el Régimen General crearía problemas graves en este 
último. Algo de eso sucedió con la equiparación paula- 
tina del Régimen Especial de los representantes de co- 
mercio al Régimen General de la Seguridad Social. 

Aquí la cuestión a discutir es quién paga, porque, en 
definitiva, nadie debe negarle a este colectivo las mis- 
mas prestaciones que se dan a través del Régimen Ge- 
neral de la Seguridad Social. Es evidente que el costo 
es superior: tienen menores prestaciones porque tienen 
menor aportación económica. ¿Quién paga la equipa- 
ración? Hay una Mesa que está negociando y la Iásti- 
ma es que esté paralizada. En todo caso, habría que 
añadir la petición de que esa Mesa de negociación siga 
en su búsqueda de soluciones. Evidentemente, con un 
calendario en el que de una manera paulatina se vayan 
incrementando las aportaciones económicas de traba- 
jadores y empresarios o explotadores de propiedades 
agrarias, podrán irse equiparando al Régimen General. 

En resumen, me parece razonable que se inste al Go- 
bierno a que de alguna manera se establezca este ca- 
lendario y, en todo caso, que se reactive la Mesa de 
negociación. Todo esto me parece evidente y por eso mi 
Grupo lo va a apoyar. 

El señor PRESIDENTE. Por el Grupo Socialista, tie- 
ne la palabra el señor Navarro. 

El señor NAVARRO TORNAY: Utilizaré mi turno pa- 
ra fijar la posición del Grupo Socialista. 
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Los trabajadores por cuenta ajena incluidos en el Ré- 
gimen Especial Agrario, en materia de acción protec- 
tora tienen una cobertura idéntica a la dispensada en 
el Régimen General. A su vez, y por lo que se refiere 
a los trabajadores por cuenta propia incluidos en el ci- 
tado Régimen, la diferencia se circunscribe a la inexis- 
tencia para aquellos del incremento del 20 por ciento 
de la pensión de invalidez permanente, en el grado de 
incapacidad permanente total, ya que cuando el bene- 
ficiario tiene 55 años o más, ese incremento únicamente 
se concede a los trabajadores por cuenta ajena que reú- 
nan los requisitos legalmente establecidos. 

Por otra parte, y en relación con las diferencias exis- 
tentes referidas a la cuantía de las pensiones, que no 
a la extensión y contenido de la protección, derivan de 
la forma de cálculo de las mismas. Así, en la modali- 
dad contributiva de las pensiones de la Seguridad So- 
cial, la cuantía de las mismas está en función de 
parámetros esenciales: la cuantía de las bases de coti- 
zación y los períodos de cotización para la jubilación 
o grado de incapacidad para la invalidez. En efecto, el 
hecho de que la cuantía de las pensiones del Régimen 
Especial Agrario pueda ser más bajo que la del Régi- 
men General se debe a las distintas cuantías de las ba- 
ses de cotización tomadas en uno y otro caso, ya que 
mientras los trabajadores del Régimen Especial Agra- 
rio cotizan por bases fijas, los del Régimen General lo 
hacen por unas bases que reflejan salarios reales. Ade- 
más, si se hace el cómputo anual, las diferencias no son 
tan notables. 

No obstante, y a pesar de lo anterior, los trabajado- 
res del Régimen Agrario se benefician de la solidari- 
dad general, tanto de los demás cotizantes a la 
Seguridad Social como del resto de los ciudadanos, ya 
que buena parte de los pensionistas de ese Régimen Es- 
pecial Agrario, más del cincuenta por ciento, perciben 
complementos para alcanzar la cuantía mínima de pen- 
sión, complementos que son financiados tanto vía im- 
puestos, a través de las transferencias del Estado a la 
Seguridad Social, como por transferencias internas del 
propio sistema de Seguridad Social. Por otra parte, co- 
mo el proponente ha dicho, hay una mesa de negocia- 
ción entre Gobierno y sindicatos. 

Por todo lo anteriormente dicho, el Grupo Socialista 
se va a oponer a esta proposición no de ley. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a pasar a las vota- 
ciones. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 

tos a favor, 16; en contra, 20. 

- SOBRE REGULACION DE LAS CONVALIDACIO- 
NES ENTRE LA FORMACION PROFESIONAL 
OCUPACIONAL Y LA FORMACION PROFESIONAL 

MENTARIO POPULAR (Número de expediente 
161 /OOO276) 

REGLADA. PRESENTADA POR EL GRUPO PARLA- 

El señor PRESIDENTE: Proposición no de ley sobre 
regulación de las convalidaciones entre la formación 
profesional ocupacional y la formación profesional re- 
glada, propuesta por el Grupo Popular. 

Tiene la palabra la señora Villalobos. 

La señora VILLALOBOS TALERO: Previamente que- 
rría decir a la Comisión, y sobre todo a la Mesa, que 
esta proposición no de ley fue presentada en la Cáma- 
ra con fecha 28 de febrero de 1991, por lo que ha trans- 
currido un tiempo lo suficientemente amplio como para 
que el último punto de esa proposición quede un poco 
desfasado, ya que lo que decimos es que antes del ini- 
cio del curso académico 1991-1992 se realice esta equi- 
paración. Habida cuenta de que se discute ya en el año 
1992, parece lógico que estos datos no se correspondan. 
Por eso pediría a la Mesa que, si fuera posible, se pu- 
diera sustituir por un plazo inmediato, debido 
-insisto- a la tardanza que ha tenido el debate en es- 
ta Comisión. 

En este mismo sentido he de decir que ya hubo un 
debate, el 8 de octubre de 1991, en el Pleno de la Cáma- 
ra en torno al Programa Nacional de Formación Profe- 
sional, que está relacionado con esto, y para el que 
tuvimos que hacer la misma petición a la Mesa de la 
Cámara, también debido a este retraso a la hora de dis- 
cutirlo. 

La preocupación de este Grupo Parlamentario por la 
formación profesional ya sabe esta Comisión que es 
continua, lo hemos planteado en muchas ocasiones, tan- 
to en Pleno como en Comisión, y seguimos insistiendo 
en ello, debido fundamentalmente a que creemos que 
este problema no se ha resuelto. Esto ya no sólo lo pen- 
samos nosotros, sino que creo que es el propio Gobier- 
no el que está preocupado por la situación de la 
formación profesional en nuestro país. Podríamos ha- 
blar del discurso de investidura del Presidente del Go- 
bierno, Felipe González, donde daba una importancia 
básica a la equiparación de la formación profesional 
y a la precisión de adecuarla a las necesidades del mer- 
cado. Asimismo, en este sentido expresaba su opinión 
el propio Ministerio de Hacienda en los documentos 
aportados para el plan de competitividad que se inten- 
tó plantear a lo largo del año pasado. 

Por tanto, esta proposición no de ley que hoy debati- 
mos en esta Comisión es una continuación de la que 
ya esta misma portavoz planteó el 8 de octubre de 1991 
en el Pleno de la Cámara. Aquélla, en concreto, habla- 
ba del Programa Nacional de Formación Profesional, 
y en este caso hablamos de la equiparación de cualifi- 
caciones entre la formación profesional ocupacional y 
la reglada o específica del Ministerio de Educación y 
Ciencia. 

Creemos que se está llevando de una forma muy len- 
ta este tema en nuestro país. Llevamos muchos años de 
retraso respecto al resto de los países de la Comunidad. 
Ya en este año está funcionando la libre circulación de 
trabajadores y creemos que los españoles están en ma- 
la posición en los temas de formación comparados con 
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el resto de los trabajadores de los países de la Comuni- 
dad Económica Europea. Las inversiones y los progra- 
mas realizados por el resto de los países de la 
Comunidad dan unos trabajadores mejor cualificados, 
con unas profesiones mucho más concretas que, como 
bien decía la representante del Grupo Socialista en el 
debate que tuvimos en octubre de 1991, no es una nor- 
ma, pero sí es algo fundamental a la hora de ser con- 
tratados esos trabajadores por parte de los 
empresarios. No es tanto la obligatoriedad que pueda 
emanar de las directivas de la Comunidad, cuanto que 
los empresarios de la Comunidad Económica Europea 
sepan exactamente qué tipo de cualificación profesio- 
nal tienen los trabajadores españoles para ocupar esos 
puestos de trabajo, porque realmente está ocurriendo 
que empresas que se están situando en España están 
contratando trabajadores de otros países de la Comu- 
nidad porque no encuentran ese personal cualificado 
en nuestro país, y eso entiendo que es bastante negati- 
vo para nuestros trabajadores. Por esta razón, nuestro 
Grupo Parlamentario entiende que rápidamente hay 
que conseguir esta homologación de títulos entre la for- 
mación profesional específica y la ocupacional. 

Sigue existiendo una descoordinación dentro de las 
dos formaciones, tanto ocupacional como específica, 
aunque ya la propia portavoz del Grupo de la mayoría 
decía que existe un principio de coordinación. En el mes 
de octubre ella anunció como inmediato el Programa 
Nacional de Formación Profesional a través del Conse- 
jo de la Formación Profesional, pero la realidad es que 
estamos a mitad de febrero y todavía no ha salido de 
ese Consejo de la Formación Profesional ningún docu- 
mento que avale que el Programa Nacional de Forma- 
ción Profesional esté a punto de salir. Aunque en 
principio parecería que no es lo mismo, sí está profun- 
damente relacionado este Programa Nacional de For- 
mación Profesional con la normativa de regulación de 
cualificaciones de los dos sistemas. 

La realidad es que la formación desarrollada a tra- 
vés del FIP, ya lo dije también en aquella ocasión, ha 
beneficiado más a los sectores más formados que a los 
menos formados. No  me gustaría volver a insistir en 
los mismos datos, ya que aparece incluso en el Boletín 
de la Cámara, pero sí quisiera hablar en este momento 
de un sector importante, que son los TEA, trabajado- 
res eventuales agrarios subsidiarios, porque el Minis- 
terio de Trabajo ofrece pocos datos relativos a 
trabajadores que recibieron solamente la formación 
profesional en el ámbito rural, es decir, habla de los tra- 
bajadores eventuales agrarios subsidiados y del resto 
de los trabajadores agrarios no subsidiados. Sin embar- 
go, nos encontramos con que durante el período com- 
prendido de los años 1987 a 1990 sólo recibieron 
formación profesional 52.700 entre los 25 y los 50 años, 
y la realidad es que pasaron por cursos de formación 
profesional 15.647 trabajadores agrarios. Nosotros cree- 
mos que este es un dato bastante preocupante, ya que 
estos trabajadores hoy en el paro no están recibiendo 
ningún tipo de formación que les haga posible encon- 

trar un puesto de trabajo y pasar del subsidio a un em- 
pleo estable. (La señora Vicepresidenta, Novoa 
Carcacia, ocupa la Presidencia.) 

La verdad es que el problema de fondo que subyace 
en esta proposición no de ley es la falta de conocimiento 
desarrollado por la formación profesional, ya que no 
están preparados para cualificaciones profesionales re- 
conocidas, por cuanto no existe esta correspondencia 
y convalidación entre la específica y la reglada. Esto 
también lo reconoce la LDGSE, y en el propio documen- 
to sobre la formación profesional que presentó el Mi- 
nisterio de Educación y Ciencia -que, por cierto, este 
año preside el Consejo de la Formación Profesional- 
se dice -y leo textualmente- que cuestión capital pa- 
ra facilitar la recualificación y la reincorporación de 
la población adulta en el sistema educativo es el esta- 
blecimiento de un sistema de correspondencia y con- 
validación entre, por una parte, la formación 
ocupacional y la experiencia laboral y, por otra, la for- 
mación profesional reglada ofertada por el sistema edu- 
cativo. La estructura modular del diseño curricular de 
los futuros ciclos formativos deberá contribuir de for- 
ma decisiva a la implantación de este sistema de corres- 
pondencias. Esto lo dicen los documentos presentados 
por el Ministro de Educación en las páginas 22 y 23. 

Ahora bien, las previsiones, según el citado plan 
-del mismo documento al que me he referido-, demo- 
ran la conclusión de estos trabajos hasta el año 1994, 
es decir, será a lo largo de 1994 cuando se producirá 
esta correspondencia entre las dos formaciones que se 
están impartiendo en este momento. Habida cuenta de 
que este es un tema que se ha planteado varias veces 
en esta Cámara, creo que el proceso admitido por el pro- 
pio Ministro de Educación es bastante lento, y ello me 
hace pensar que hasta ahora el Consejo Nacional de la 
Formación Profesional no se ha ocupado a fondo de esta 
cuestión o las dificultades que están encontrando, tan- 
to el Ministerio de Trabajo como el de Educación, ha- 
cen inviable una aceleración de este proceso y nos 
remite hasta el año 1994 para conseguir la correspon- 
dencia de cualificaciones. 

¿Qué va a ocurrir con el Plan FIP de ahora al año 
1994? ¿Se van a seguir impartiendo enseñanzas en fun- 
ción de criterios exclusivamente impartidos desde el 
INEM, criterios no excesivamente científicos? ¿Qué va- 
lidez dan a estos cursos que se están impartiendo en 
el Plan FIP de aquí al año 1994? Porque hasta el año 
1994 no se va a producir esa correspondencia de cuali- 
ficación. 
Yo creo que la situación, la libre circulación de tra- 

bajadores -como decía antes- en la Comunidad Eco- 
nómica impondría al Gobierno, desde nuestro punto de 
vista, cuidar especialmente los recursos humanos de 
nuestro país, para no acabar convirtiéndonos -como 
ya he manifestado algunas veces en esta Comisión y en 
el Pleno- en la tropa de reserva del mercado de traba- 
jo europeo. Yo creo que aquí se puede producir -y tarn- 
bién lo he dicho alguna vez- la dualidad del mercado 
de trabajo, pero no en función de los contratos, que ya 
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se produce, sino en función de la formación, y nos po- 
demos encontrar con que nuestros trabajadores no es- 
tán preparados para competir con el resto de los 
trabajadores de la Comunidad. 

Por este motivo, nuestro Grupo Parlamentario cree 
que hay que acelerar este proceso de cualificación. No 
podemos esperar hasta el año 1994, en el que ya estén 
finalizados los documentos de estudio, para comenzar 
con esta homologación. En este sentido, creemos que 
ésta se debe realizar en un plazo inmediato y no en uno 
tan largo como son dos años. 

La señora VICEPRESIDENTA (Novoa Carcacia): 

Por el Grupo de Izquierda Unida, tiene la palabra el 
iGrupos que deseen intervenir? (Pausa.) 

señor Peralta. 

El señor PERALTA ORTEGA Voy a ser muy breve, 
porque nos parece que la proposición no de ley que ha 
presentado el Grupo Popular no necesita de prolijas ex- 
posiciones en defensa de la misma. Se ha hecho refe- 
rencia por la interviniente a documentos de la propia 
Administración en los que se reconoce la necesidad de 
esa equiparación entre las dos titulaciones, y creemos 
que es un objetivo importante y de racionalización. Por 
tanto, centrándonos en lo que realmente es el conteni- 
do de la proposición y dejando al margen las distintas 
razones que han sido expuestas en la intervención, nues- 
tro Grupo va a votar a favor de la misma. 

La señora VICEPRESIDENTA (Novoa Carcacia): Por 
el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), tiene la pala- 
bra el señor Hinojosa. 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA Voy a ser también 
muy breve porque nos parece razonable la proposición 
no de ley que presenta el Grupo Popular. A mi Grupo 
le gustaría que se pudiese tomar en consideración, da- 
do que hemos de estar preocupados -como efectiva- 
mente lo estamos pienso que todos los grupos- 
respecto a la necesidad de clarificar los contenidos de 
la formación profesional y la validez de nuestras titu- 
laciones comparadas con las que se dan fuera de nues- 
tro país, en el entorno de la CEE y dada, además, la 
competencia que se está produciendo de hecho con la 
libre circulación de trabajadores en el mercado de tra- 
bajo europeo. 

Por todo ello, deberíamos hacer una alusión a la ne- 
cesidad de estar a nivel competitivo con estos países, 
tanto en el terreno de la producción como en el de la 
formación y la calidad de esa formación. Creemos que 
atrasar hasta el año 1994 la coordinación de los dos sis- 
temas de formación profesional es innecesario y todo 
lo que sea urgir al Gobierno para acelerar este tema 
nos parece razonable; por eso vamos a votar favora- 
blemente. 

La señora VICEPRESIDENTA (Novoa Carcacia): Tie- 
ne la palabra la señora Romero, por el Grupo Socialista. 

La señora ROMERO LOPEZ El Grupo Socialista va 
a rechazar esta proposición no de ley por considerarla 
innecesaria debido a que lo que se solicita es la acele- 
ración de un proceso que de hecho se ha iniciado ya 
y que está cumpliendo los plazos previstos con la ma- 
yor rapidez posible. El proceso de convalidación que 
se pide en la proposición no de ley entre las titulacio- 
nes de la formación profesional ocupacional y la for- 
mación profesional reglada es muy complejo, necesita 
cubrir unos plazos previos y no se pueden hacer las co- 
sas con la rapidez que se querría. 

La coordinación de estas ofertas es algo deseado por 
todos, no sólo porque se producen solapamientos en la 
oferta de las formaciones ocupacional y reglada y por- 
que es un objetivo desde siempre del Gobierno y del 
Grupo Socialista llegar a la máxima coordinación en- 
tre ambas, sino porque el artículo 30 de la Ley General 
de Educación y la disposición adicional cuarta, apar- 
tado 6, así lo estipulan. 

Sin embargo, para llegar al nuevo diseño de las ofer- 
tas hace falta cumplir unos plazos previos. Nosotros 
creemos que como la Ley dice que la práctica laboral 
es un factor que hay que considerar para llegar tam- 
bién a las convalidaciones, habría que establecer un 
nuevo marco que no se fijaría solamente sobre los con- 
tenidos formativos, sino sobre las competencias profe- 
sionales, lo que exige establecer un nuevo marco de 
ambas formaciones profesionales que vuelva a diseñar 
todo, y no sólo por este nuevo eje sobre el que se va a 
trabajar en estas convalidaciones, sino también porque 
existe una metodología de trabajo que es inevitable que 
sea lenta. Se están estudiando todos los sectores pro- 
ductivos con sus correspondientes oficios y las actua- 
les certificaciones. Después, hay que establecer cuáles 
son los perfiles profesionales demandados actualmen- 
te y cuáles son los requisitos que la nueva formación 
profesional exige. Para hacer esto se han constituido ya, 
desde comienzos de 1991, como seguro que sabe la se- 
ñora representante del Grupo Popular, unos grupos de 
trabajo sectoriales en el INEM y hacer así el estudio 
lo más exhaustivo y riguroso posible. En estos estudios 
sectoriales se ha fijado un calendario por parte de las 
comunidades autónomas, el Consejo General de la For- 
mación Profesional y el INEM que priorizaban ciertos 
sectores. (El señor Presidente ocupa la Presidencia.) 

Están pendientes de ver los sectores de textil, quími- 
cas, cuero y piel y artes gráficas, y pronto estarán los 
sectores de electricidad, electrónica, hostelería y algu- 
nos más. Posiblemente antes de finales de año estarán 
los 28 sectores productivos ya estudiados y pendientes 
de que se elaboren los correspondientes informes pre- 
ceptivos. 

Como sabe la representante del Grupo Popular, des- 
pués de hacer estos estudios sectoriales se constituyen 
unos grupos de trabajo que son los que elaboran el re- 
pertorio de perfiles profesionales demandados. Con ese 
repertorio se tiene que hacer un informe preceptivo por 
el Consejo General de la Formación Profesional, la Con- 
ferencia de consejeros de las comunidades autónomas 
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y el Consejo Escolar del Estado. Sin esos informes pre- 
ceptivos no se puede llegar a la elaboración del catálo- 
go de nuevas titulaciones, premisa indispensable para 
poder llegar a la convalidación, que es el objetivo 
previsto. 

Estos grupos de trabajo tendrán los primeros estu- 
dios sectoriales y las primeras titulaciones a partir de 
julio de este año, y desde julio de 1992 a julio de 1993 
se acabarán de ver todas las titulaciones, de manera que 
el catálogo se prevé que esté elaborado en julio de 1993. 
Pero no hace falta que esté el catálogo elaborado para 
que se vaya convalidando, a medida que las titulacio- 
nes vayan surgiendo y estén dispuestas. 

Esta elaboración del catálogo de las nuevas titulacio- 
nes, que, como digo, es una premisa indispensable pa- 
ra esas convalidaciones, es un proceso independiente 
del programa europeo de correspondencia de cualifi- 
caciones, como así afirmé en la intervención en el Ple- 
no del 8 octubre y como la representante del Grupo 
Popular tuvo ocasión de escuchar. Este es un proceso 
que tiene una coincidencia deseada con el programa 
europeo de correspondencia, pero entre los dos no se 
puede establecer relación de causa-efecto. ¿Por qué ra- 
zón? porque el programa europeo de correspondencia 
es una decisión del Consejo de Ministros Europeo de 
1985, que ha acabado a finales de 1991, es un progra- 
ma que de ninguna manera, como señala la señora re- 
presentante del Grupo Popular, es un marco 
armonizador ni vinculante para los trabajadores espa- 
ñoles ni de ningún otro país. 

La actividad del programa europeo es la elaboración 
de una serie de cuadros o una serie de tablas orienta- 
doras para trabajadores y empleadores, que son muy 
costosas y que se han revelado inoperantes, incluso an- 
tes de que el programa haya podido terminar sus 
trabajos. 

La propia agencia del CEDEFOP ha reconocido que 
tan sólo se han cubierto 17 sectores productivos hasta 
el momento, tan sólo se ha abarcado el nivel dos, y muy 
probablemente no se va a seguir por esa misma meto- 
dología. Es muy posible que el nuevo Consejo de Mi- 
nistros de la Comunidad Europea, en su decisión, 
cambie la metodología empleada y abogue por unos 
perfiles profesionales que no tienen nada que ver con 
la metodología hasta ahora seguida. 

Después de esta información, lo que sí querría pedirle 
a la señora representante del Grupo Popular es que, por 
favor, no induzca a error a los trabajadores de nuestro 
país, porque no existe ninguna inferioridad de condi- 
ciones con respecto a los empleadores europeos, ni de 
los trabajadores españoles ni de ningún otro país, pues- 
to que este programa sólo es un marco orientador pa- 
ra trabajadores y para empleadores. El hecho de que, 
además, este programa vaya a cambiar su metodología, 
hace suponer que muy probablemente los baremos de 
orientación varíen. 

¿Qué significa esta confusión generada? Tal vez un 
desconcierto para todos los trabajadores, y a mí me gus- 
taría que a partir de ahora pudiéramos llegar a subsa- 

narlo, en definitiva por el bien de nuestros propios 
trabajadores, para que no piensen que están en inferio- 
ridad de condiciones. 

Quizás tal vez el error ha sido del propio preámbulo 
del Real Decreto 1.618/1990, de 14 de diciembre, que es- 
tablecía que esta regulación de correspondencia de con- 
validaciones se haría en paralelo con el programa 
europeo, pero en paralelo no quiere decir que haya una 
relación de causa-efecto, sino que paralelamente en Es- 
paña se están coordinando estas dos ofertas y se está 
trabajando para que se llegue a una mejor formación 
profesional. Lógicamente, es una coincidencia deseada, 
pero, como digo, no existe ninguna relación de causa- 
efecto entre un programa y el otro. 

Para información de la señora representante del Gru- 
po Popular le diré también que muy pronto, tal vez la 
próxima semana, el Ministro de Educación presentará 
el plan de reforma de la formación profesional regla- 
da, está en estudio el plan estratégico de la formación 
profesional ocupacional, y muy probablemente el pro- 
grama de formación profesional esté antes del verano 
en el Parlamento. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Villalobos. 
(Risas.) Perdón, señora Romero. Es que la señora Villa- 
lobos, me tiene absolutamente presionado el subcons- 
ciente. (La señora Villalobos Talero pide la palabra.) 

¿Qué desea ahora, señora Villalobos? 

La señora VILLALOBOS TALERO: Simplemente un 
segundo para aclarar un tema. 

El señor PRESIDENTE: ¿Es una aclaración, señora 
Villalobos ? 

La señora VILLALOBOS TALERO Sí, señor Presiden- 
te, solamente. 

El señor PRESIDENTE: Aclare, por favor. 

La señora VILLALOBOS TALERO Estoy aclarando, 
señor Presidente. En primer lugar, agradecer a la se- 
ñora Romero su intervención, porque, como ella es 
maestra, ha hecho una explicación muy clara de algo 
que ya conocíamos todos los que estábamos aquí. Por 
eso voy a hacerle simplemente una aclaración, repito. 
Me atribuye unas posibilidades y una fuerza moral en- 
tre los trabajadores españoles que sinceramente no creo 
que tenga. 

El señor PRESIDENTE Señora Villalobos, eso no es 
una aclaración. No tiene S. S. la palabra. 

La señora VILLALOBOS TALERO: Sólo le voy a acla- 
rar lo siguiente, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE. N o  tiene la palabra. Señora 
Villalobos, iba a aclarar un tema, ha empleado dos ar- 
gumentos diferentes y no ha aclarado nada. 
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La señora V1LLAU)BOS TALERO ¿Ni siquiera me 
deja que le dé las gracias a la representante de su Gru- 
po Parlamentario, la señora Romero? (Risas.) 

El señor PRESIDENTE No es necesario, señora Vi- 

Pasamos a la votación de esta proposición no de ley. 
llalobos. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20. 

El señor PRESIDENTE Queda rechazada. 

- SOBRE FINANCIACION DE LAS PRESTACIONES 
NO CONTRIBUTIVAS DE LA SEGURIDAD SO- 
CIAL. PRESENTADA POR EL GRUPO POPULAR 
(Número de expediente 1611000277’7) 

El señor PRESIDENTE Proposición no de ley sobre 
financiación de las prestaciones no contributivas de la 
Seguridad Social, propuesta por el Grupo Popular. 

Tiene la palabra la señora Izquierdo. 

La señora IZQUIERDO ARIJA Nuestro objetivo al 
presentar esta proposición no de ley no es otro que el 
de clarificar el panorama de la financiación de la Se- 
guridad Social que es un tema que nos preocupa, des- 
lindando las fuentes de recursos y contribuyendo de 
este modo a garantizar en el futuro la suficiencia finan- 
ciera del sistema contributivo. 

Se trata de comenzar a hacer realidad algo en que 
todos, o por lo menos la mayoría, estamos de acuerdo, 
que la financiación por cotizaciones se justifica para 
las prestaciones proporcionadas por las ganancias, y 
la financiación por impuestos cuando se protege a to- 
dos los ciudadanos, como los servicios de salud, los mí- 
nimos y otros servicios sociales, en base a la solidaridad 
de la sociedad. Esto es algo que nos ha preocupado a 
todos, incluso era un tema prioritario para el Ministro, 
señor Chaves, cuando tomó posesión del Ministerio, en 
1990, y decía que en un plazo breve haría posible que 
en las contribuciones, las aportaciones a la Seguridad 
Social se deslindaran las que eran prestaciones no con- 
tributivas de las prestaciones contributivas. 

En definitiva, lo que intentamos evitar es que los cos- 
tes que no son o no deben ser de la Seguridad Social 
deriven a la misma y amenacen con el desequilibrio eco- 
n6mic0, especialmente en una época en que ya se han 
iniciado una serie de transformaciones en los países de- 
sarrollados, incluido el nuestro, que están conducien- 
do, gradual y progresivamente, a varias reformas, que 
regulen la financiación de la Seguridad Social a medio 
y a largo plazo. 

Básicamente los hechos en que nos basamos para es- 
tas transformaciones que dan origen a las reformas son 
conocidos de todos nosotros. En primer lugar, un pro- 
ceso de envejecimiento indudable de la población, de- 
bido a la baja tasa de natalidad, ya que en estos 

momentos España, junto con Italia, tiene la más baja 
de Europa, o por lo menos del Mercado Común; al cre- 
cimiento de la expectativa de vida y a la llegada a la 
edad de jubilación de cohortes cada vez más numero- 
sas, por una parte por la edad a que está envejeciendo 
la población española y, por otra, por las jubilaciones 
anticipadas, que hacen que llegue al sistema de jubila- 
ción un número cada vez más importante de personas 
mayores. 

Por otra parte, está la llegada a su madurez de los sis- 
temas de la Seguridad Social, en un contexto en el que 
existe una menor progresión de las rentas de trabajo 
y un estancamiento del crecimiento económico. Hemos 
de tener en cuenta que nuestra tasa de actividad es la 
más baja de Europa, la del paro, por el contrario, es la 
superior -ya que estamos en la tasa más alta del Mer- 
cado Común- y el índice de temporalidad en la con- 
tratación, con las repercusiones que supone a la hora 
de integrarnos en un sistema contributivo, alcanza ya 
una tercera parte de los contratos que tenemos en la 
actualidad. 

Ante hechos similares, en los países de nuestro en- 
torno, como Alemania, Japón o USA, (y en Francia se 
está estudiando en estos momentos), están intentando 
las reformas que se orienten principalmente a reforzar 
simultáneamente los mecanismos de solidaridad, con- 
centrando los recursos públicos en los grupos más frá- 
giles, y los mecanismos de seguro vinculando la cuantía 
de la pensión a las cotizaciones efectuadas a lo largo 
de la vida activa y así favorecer la equidad entre las ge- 
neraciones. Están propiciando también una jubilación 
más flexible, estimulando un retraso en la edad de ju- 
bilación y obstaculizando las jubilaciones anticipadas 
-algo en lo que nosotros estamos haciendo justamen- 
te lo contrario-, combinando rentas de trabajo a tiem- 
po parcial con pensiones parciales; intentan 
incrementar los ingresos de las aportaciones estatales 
y reducir los procedentes de las cuotas -eso se hace 
por ejemplo en Alemania- y aplicar las reformas adop 
tadas con un consenso muy amplio, en varios decenios, 
para de esta manera gradualizar los cambios y que no 
sean tan bruscos. 

Estas reformas pretenden potenciar una sociedad de 
activos, único modo de financiar lo que ya no puede ser 
activo. Como podrá observarse, si analizamos las refor- 
mas que se han llevado a cabo en nuestro país en los 
años 1985 y 1990 no se enfrentan unos hechos tan con- 
cretos como los que hemos expuesto hasta aquf. Noso- 
tros sólo hemos pretendido mantener y desarrollar 
nuestro sistema de Seguridad Social en un régimen de 
equilibrio económico a corto plazo, como se refleja en 
la evolución de ingresos y gastos de nuestro sistema de 
protección social. 

Hay un estudio de Eurostat muy significativo, que nos 
dice que los gastos suponen el 17,3 del PIB en 1989 y 
el 17,l en 1982, lo que nos deja la cifra prácticamente 
igual, es decir, siete puntos superior a la del Mercado 
Común. En cuanto a los ingresos, las aportaciones pú- 
blicas están en un 26,7 en 1982 y en un 26,3 por ciento 
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en 1989, lo que quiere decir que la aportación empre- 
sarial a la Seguridad Social sigue siendo once puntos 
por encima de lo normal en el Mercado Común. 

Es necesario, pues, acometer ya estas reformas a me- 
dio y a largo plazo. Tenemos hechos estudios bastante 
significativos, apoyados por una persona que, a nues- 
tro juicio, es un experto en la materia, como Alcalde In- 
chausti. El número de jubilados y pensionistas, si 
seguimos así, va a llegar a superar, hacia el año 2025, 
al de cotizantes, lo que quiere decir que tendremos que 
tomar medidas urgentes si queremos que la quiebra de 
la Seguridad Social no sea un hecho real mucho antes 
de lo que pensamos. 

El primer punto para clarificar las fuentes de ingre- 
sos de la Seguridad Social en relación con la naturale- 
za de las prestaciones, contributivas o no contributivas, 
supondrá en un plazo de cuatro años un incremento de 
la aportación estatal. Por eso, nosotros hemos presen- 
tado esta proposición no de ley instando al Gobierno 
a que antes de que lleguen los próximos Presupuestos 
Generales del Estado mande a esta Cámara un calen- 
dario sobre financiación de las prestaciones no contri- 
butivas de la Seguridad Social, intentando de esta 
manera descargar lo que es la Seguridad Social vía im- 
positiva de la vía contributiva. 

En este sentido, repito, hemos presentado esta pro- 
posición no de ley, que esperamos goce del asentimiento 
de todos los miembros de la Comisión. 

El señor PRESIDENTE ¿Grupos Parlamentarios que 

Por Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene 
desean intervenir? (Pausa.) 

la palabra el señor Peralta. 

El señor PERALTA ORTEGA La verdad es que leyen- 
do el texto de la proposición no de ley que presentaba 
el Grupo Popular nos quedaban dudas razonables so- 
bre cuál era el contenido de la misma, porque solici- 
tan un calendario sobre financiación de las pensiones 
no contributivas de la Seguridad Social, cuando la Ley 
vigente de esas prestaciones no contributivas de la Se- 
guridad Social, en su disposición adicional octava, es- 
tablece literalmente que las prestaciones no 
contributivas se financiarán con cargo a las aportacio- 
nes del Estado al presupuesto de la Seguridad Social. 
No veíamos, repito, la razón de ser de esta proposición, 
ya que nos parece que este es un tema realmente resuel- 
to. En todo caso, será un problema de exigir el cumpli- 
miento de la Ley en la medida en que en las distintas 
leyes de Presupuestos no se pueda dar cumplimiento 
a lo que ordena la Ley. 

La proposición no de ley del Grupo Popular no pare- 
ce que vaya en esa dirección. No entendíamos, insisto, 
la proposición no de ley tal como estaba planteada ini- 
cialmente. Las explicaciones que se han dado por la in- 
terviniente en representación del Grupo Popular en este 
trámite siguen sin darnos la impresión de que tiendan 
realmente a solucionar la situación. Las referencias que 
se han hecho en cuanto al costo de la Seguridad Social 

y la previsible situación futura de la misma, son argu- 
mentos que no guardan relación real con el contenido 
de esta proposición no de ley. Por tanto, anunciamos 
nuestro voto en contra. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista, tie- 
ne la palabra el señor Escribano. 

El señor ESCRIBANO REINOSA: Efectivamente, la 
proposición no de ley tiene alguna ambigüedad o da 
motivo a algunas confusiones, pero si daba motivo a 
confusiones en sí misma, la explicación de la señora Iz- 
quierdo acaba de producir el caos sobre el problema. 

Interpretando la proposición no de ley, no parece que 
se pretenda que las prestaciones objeto de tratamien- 
to en la Ley de Pensiones no Contributivas lo sean de 
acuerdo con un calendario financiadas por el Estado, 
porque esta cuestión está cubierta y, por tanto, de ser 
así, y de acuerdo con lo que acaba de decir el señor Pe- 
ralta, nada habría que aprobar, porque lo que se pre- 
tende está hecho. En los Presupuestos de 1992, y de 
acuerdo con la Ley de Pensiones no Contributivas, son 
aportaciones de los presupuestos del Estado las que 
atienden a estas prestaciones. 

Parece claro, entonces, que se debe referir a otras 
prestaciones no contributivas. Por ejemplo, a la asisten- 
cia sanitaria o a los servicios sociales, como en un pa- 
réntesis cita en la exposición. Pero para explicar esto 
nos ha hecho una descripción un poco catastrófica de 
la situación actual del sistema contributivo, anuncián- 
donos un futuro negrísimo en el cual pronto va a ha- 
ber más pensionistas que activos, y, además, no se toma 
ninguna medida de las que están tomando los países 
que saben lo que hacen, como retrasar jubilaciones, en 
vez de anticiparlas y potenciar el mundo de los activos 
frente a la atención al mundo de los pasivos. 
Yo creo que todo esto poco tiene que ver, en todo ca- 

so, con lo que la proposición no de ley pretende, pero 
me obliga a decir que no es en absoluto correcto hacer 
una definición de la actualidad del sistema contributi- 
vo y de las perspectivas próximas como algo que ame- 
nace quiebra, porque esto no corresponde en absoluto 
con los datos que tenemos. 

Disponemos de un sistema de financiación del pre- 
supuesto de la Seguridad Social sólido y equilibrado, 
en el que la aportación estatal es progresivamente ma- 
yor, de acuerdo con la pretensión, que compartimos, de 
que aquellas partes del presupuesto de la Seguridad So- 
cial que corresponderían sin más a derechos universa- 
les de los españoles, y no sólo de los trabajadores 
cotizantes, vayan siendo afrontadas progresivamente 
con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, idea 
que compartimos, y que no sólo compartimos, sino que 
lo demostramos cuando año tras año el esfuerzo del Es- 
tado para financiar a la Seguridad Social es mayor ca- 
da vez. 

Siendo esto así, resumo diciendo que las pensiones 
no contributivas establecidas en la ley de 1990 están 
ya atendidas por los Presupuestos Generales del Esta- 
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do, y no a cargo de las cotizaciones sociales. La asis- 
tencia sanitaria y los servicios sociales, que efectiva- 
mente son derechos universales pero que tienen una 
historia en la que han sido, inicialmente del todo y pro- 
gresivamente en parte, financiadas por la Seguridad So- 
cial, están teniendo un tratamiento de reducción 
paulatina del costo a cargo de las cotizaciones socia- 
les y de aumento, en consecuencia, de las aportaciones 
del Estado a la Seguridad Social. Es imposible, por tan- 
to, establecer este calendario. Es imposible para noso- 
tros, para el Partido Socialista y para el Gobierno 
Socialista. Pero es absolutamente inimaginable en el es- 
quema lógico con el que trabaja el Grupo Popular, que 
pretendería resolver los desequilibrios del sistema con- 
tributivo liberándole de prestaciones no contributivas, 
es decir, a cargo de los impuestos, y al mismo tiempo 
dice, sistemáticamente, que los impuestos son altos y 
que conviene reducirlos. 

Como este círculo cuadrado los socialistas somos in- 
capaces de resolverlo, somos también absolutamente 
incapaces de imaginar cuál pudiera ser la fórmula que 
aplicara para acabar con esta situación el Partido 
Popular. 

En consecuencia, el Grupo Socialista va a votar de- 
cididamente en contra de esta proposición no de ley del 
Grupo Popular. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a votar la proposi- 
ción no de ley. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 10; en contra, 18; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE Queda rechazada. 

- POR LA QUE SE INSTA AL GOBIERNO PARA 
QUE, POR LA DIRECCION GENERAL DEL INS- 
TITUTO NACIONAL DE EMPLEO (INEM), SE 
PROCEDA DE OFICIO A LA REVISION DE LOS 
EXPEDIENTES DE SOLICITUD DE SUBSIDIO 
ASISTENCIAL DE DESEMPLEO EN FAVOR DE 
TRABAJADORES MAYORES DE 55 AÑOS QUE EN 
SU DIA FUERON DENEGADOS POR APLICACION 
DE LA CONDICION PREVISTA EN EL ARTICULO 
7.3 DEL REAL DECRETO 62511985, DE 2 DE 
ABRIL, APLICANDO A u)S MISMOS EL CRITE- 
RIO CONTENIDO EN LA SENTENCIA DEL TRI- 
BUNAL CONSTITUCIONAL DE 22 DE DICIEM- 
BRE DE 1987. PRESENTADA POR EL GRUPO 
IU-IC (Número de expediente 1611000278) 

El señor PRESIDENTE: Proposición no de ley por 
la que se insta al Gobierno para que por la Dirección 
General del Instituto Nacional de Empleo, se proceda 
de oficio a la revisión de los expedientes de solicitud 
de subsidio asistencia1 de desempleo en favor de tra- 
bajadores mayores de 55 años que en su día fueron de- 
negados por aplicación de la condición prevista en el 

artículo 7.3 del Real Decreto 625/1985, de 2 de abril, 
aplicando a los mismos el criterio contenido en la sen- 
tencia del Tribunal Constitucional de 22 de diciembre 
de 1987, propuesta por el Grupo de Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya. 

Para su defensa, tiene la palabra el señor Peralta. 

El señor PERALTA ORTEGA Señorías, como doy por 
supuesto que todos ustedes conocen no sólo el texto de 
la proposición no de ley que voy a defender en estos mo- 
mentos, sino también la recomendación que ya en el año 
1989 hizo el Defensor del Pueblo precisamente en rela- 
ción con este tema, voy a procurar ser breve en mi ex- 
posición, y en tal sentido la voy a articular con una 
breve referencia al problema jurídico que estamos de- 
batiendo. 

Conocen perfectamente SS.  SS.  que el Reglamento de 
protección al desempleo, que desarrolla la Ley del año 
1984, se dicta el 2 de abril de 1985. Este Reglamento 
introduce, cuando regula el derecho a subsidio asisten- 
cial por parte de los mayores de 55 años, un requisito 
que no estaba previsto en la Ley de 1984, el de que se 
estuviera en un régimen de la Seguridad Social que tu- 
viera la protección de desempleo. Este requisito nuevo 
fue la causa por la que el Instituto Nacional de Empleo, 
el INEM, denegó diversas prestaciones solicitadas por 
trabajadores, y se planteó una problemática judicial 
que fue resuelta en un momento determinado por una 
sentencia del Tribunal Central de Trabajo, de 18 de no- 
viembre de 1986, que daba validez a esa circunstancia 
exigida por el Reglamento, y en relación con la cual el 
Defensor del Pueblo interpuso recurso ante el Tribunal 
Constitucional, dando lugar a la sentencia de este Tri- 
bunal de 22 de diciembe de 1987, por la cual se decla- 
raba que esa circunstancia nueva introducida por el 
Reglamento no aparecía en la Ley, por tanto, carecía de 
cobertura legal y era nula. Este criterio del Tribunal 
Constitucional en dicha sentencia de 22 de diciembre 
de 1987 fue ratificado posteriormente, con mayor fuerza 
incluso, por el mismo Tribunal Constitucional en una 
sentencia de 26 de abril de 1990, en la que declaró nu- 
lo el apartado concreto del artículo 7 del reglamento 
de prestación al desempleo, en donde se contenía esta 
nueva circunstancia. 

Como consecuencia de la primera sentencia del Tri- 
bunal Constitucional, la citada de 22 de diciembre de 
1987, el INEM dicta una instrucción en febrero de 1988 
diciendo que a partir de ese momento no se aplique esa 
circunstancia. Finalmente, en el Real Decreto-ley de me- 
didas adicionales de carácter social de marzo de 1989, 
se introduce -esta vez con validez jurídica plenaen la 
medida en que se trata de un Real Decreto-ley- la re- 
ferida circunstancia. 

Por tanto, señorías, estamos hablando de un proble- 
ma que se contrae al período de abril de 1985 a abril 
de 1989, un problema en el que el criterio jurídico es 
absolutamente claro, lo estableció en su día el Tribu- 
nal Constitucional en la sentencia citada de 22 de di- 
ciembre de 1987, lo confirmó posteriormente en la 
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sentencia a la que he hecho referencia, de 26 de abril 
de 1990, y ha sido respetado y confirmado por distin- 
tas sentencias del Tribunal Supremo, en concreto, la 
sentencia de 26 de marzo de 1990 y la posterior senten- 
cia de la Sala de revisión que revoca la de 26 de marzo 
de 1990, salvo en este punto concreto en el que se man- 
tiene el pronunciamiento inicial. 

Es decir, señorías, que el problema jurídico del que 
estamos hablando es un problema incontestable. Y si 
jurídicamente el tema es incontestable, estamos hacien- 
do referencia a unas prestaciones denegadas desde el 
año 1985 a través de una serie de mecanismos jurídi- 
cos que no son de conocimiento pleno de la ciudada- 
nía. De ahí que nosotros planteemos en nuestra 
proposición no de ley lo mismo que en su día planteó 
el Defensor del Pueblo, y es que si la situación jurídica 
es así de clara, quien puede hacer realidad esos crite- 
rios jurídicos y reconocer las prestaciones que se des- 
prenden de los mismos es la propia Administración, y 
en concreto el INEM, que sabe los expedientes que ha 
denegado en aplicación de esa circunstancia ilegal que 
establecía por vez primera el Real Decreto-ley de 2 de 
abril de 1985. En tal sentido, el Defensor del Pueblo se 
dirigió en reiteradas ocasiones al Ministro, pidiéndole 
que se procediera de oficio a revisar todos los expedien- 
tes. Una primera recomendación del Defensor del Pue- 
blo en tal sentido fue dirigida al INEM en agosto de 
1988. Posteriormente, en agosto de 1989, el Defensor del 
Pueblo se dirige al Ministro, y a la vista de que no ob- 
tiene respuesta positiva, incluye este tema en el infor- 
me que remite a las Cortes Generales. 

En esta situación, señorías, nosotros creemos que hay 
tres tipos de razones que justifican el voto favorable a 
la proposición no de ley que en estos momentos defien- 
do. La primera razón sería la corrección jurídica de la 
situación que se plantea. Yo creo que en este sentido 
he dado razones más que suficientes; ahí están las dis- 
tintas sentencias del Tribunal Constitucional y del Tri- 
bunal Supremo que avalan este criterio. Por otra parte, 
el detallado estudio del Defensor del Pueblo, que fue 
quien interpuso el primer recurso ante el Tribunal 
Constitucional, me parece que también contiene razo- 
nes suficientes. 

La segunda razón, señorías, sería la de la considera- 
ción y el recuerdo de que nuestra Constitución declara 
que el Estado español es un Estado social y democrá- 
tico de derecho. Si esto es así, se tiene que traducir en 
medidas concretas, y nos parece que hacer realidad una 
disposición legal y reconocer las prestaciones conse- 
cuentes y, cuando se ha producido una actuación ile- 
gal por parte de la Administración, corregir esa 
actuación y revisar de oficio aquellos expedientes que 
fueron denegados es una consecuencia absolutamente 
necesaria. 

La tercera razón sería el respeto debido a las institu- 
ciones de un Estado democrático. Nuestro país tiene 
regulada la figura del Defensor del Pueblo, una insti- 
tución muy importante que ha justificado sobradamen- 
te su papel y su creación a través de innumerables 

actuaciones, pero en este caso concreto ha sido uno de 
los que ha llevado a cabo una actuación más ejemplar, 
no sólo interponiendo en su día el recurso ante el Tri- 
bunal Constitucional, sino dirigiendo las oportunas re- 
comendaciones a las autoridades competentes, el INEM 
y el Ministerio de Trabajo. Desgraciadamente, no ha ob- 
tenido resultados positivos y nos parece que en estos 
momentos las Cortes Generales, de las que el Defensor 
del Pueblo es un alto comisionado, tienen obligación 
de respaldar plenamente esas recomendaciones del De- 
fensor del Pueblo y de acordar, en la línea de nuestra 
proposición, que se proceda a revisar de oficio aque- 
llos expedientes que de manera ilegal la Administración 
denegó. 

Por todo ello, señorías, solicito su voto favorable a es- 
ta proposición no de ley. 

El señor PRESIDENTE ¿Grupos parlamentarios que 

Por el Grupo Popular tiene la palabra el señor Senao. 
quieren fijar su posición? (Pausa.) 

El señor SENA0 GOMEZ Señorías, después de la ex- 
quisita y amplia explicación del señor Peralta, repre- 
sentante de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, 
poco cabe decir al respecto. Realmente no se está dis- 
cutiendo aquí la quiebra de un derecho adquirido, pues- 
to que creo que queda totalmente clarificada y 
demostrada la situación y de forma documental, des- 
pués de las diversas sentencias del Tribunal Supremo 
y del propio Tribunal Constitucional. La sentencia del 
Tribunal Constitucional del 26 de abril de 1990 y la an- 
terior vienen a presentar la situación tal y como se con- 
templaba en la Ley 31/1984, de 2 de agosto. Por tanto 
-vuelvo a insistir-, no se está aquí discutiendo sobre 
un derecho o no, que legalmente ya está establecido. Lo 
que sí creo que aquí se está discutiendo es quizás el em- 
pecinamiento de la Administración, y más concretamen- 
te el empecinamiento de la Dirección General del 
Instituto Nacional de Empleo, que insiste en poner obs- 
táculos a que aquellos trabajadores que, teniendo más 
de 55 años y teniendo derecho al subsidio asistencia1 
de desempleo, en el período comprendido entre abril 
de 1985 a abril de 1989 vieron denegada su petición en 
base a la modificación del año 1985. Creo que las in- 
tervenciones del Defensor del Pueblo y del propio Mi- 
nistro de Trabajo no han sido suficientes para corregir 
lo que nosotros calificaríamos de una discriminación 
y de un grave perjuicio para aquellas personas que te- 
nían el derecho adquirido de acuerdo con la legislación 
vigente. 

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Popular va a 
apoyar la proposición no de ley presentada por Izquier- 
da Unida-Iniciativa per Catalunya. 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo Catalán tiene 
la palabra el señor Hinojosa. 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA Intervengo para 
atender a la petición del representante de Izquierda 
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Unida-Iniciativa per Catalunya y votar favorablemente 
la toma en consideración de esta proposición no de ley, 
ya que parece que, por los argumentos que se han da- 
do y por la lectura de las intervenciones del Defensor 
del Pueblo, no tiene razón de ser que no se revisen y 
se concedan estos subsidios. A la desgracia de no te- 
ner trabajo y al infortunio de tener 55 años o más y en- 
cima no recibir el subsidio me parecen demasiadas 
desgracias acumuladas. Por tanto, instamos al INEM 
para que de una vez pague estos subsidios. 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo Socialista tie- 
ne la palabra el señor Neira. 

El señor NEIRA LEON. Tiene el señor Peralta la ha- 
bilidad demostrada de que, cuando plantea una propo- 
sición no de ley o cualquier otra medida legislativa, deja 
en el aire que se trata de un problema muy importan- 
te, que se comete una injusticia muy grave y que, ade- 
más, tiene un solución muy sencilla, y a eso le ayudan, 
por supuesto, los demás grupos de la oposición. Los so- 
cialistas somos una especie de necios, incapaces de 
atender estas justas reivindicaciones. Por ello me veo 
en la obligación de hacer unas precisiones para situar 
el problema de que se trata. 

Tengo que decir que coinciden bastante los datos con 
los que ha dado el señor Peralta, pero, así y todo, pien- 
so que es necesario hacer estas precisiones. En primer 
lugar, el 2 de agosto de 1984 se aprueba la Ley 31, me- 
diante la cual se establecen los subsidios de desempleo 
y se consignan como beneficiarios, entre otros colecti- 
vos, a los mayores de 55 años que reúnan todos los re- 
quisitos, salvo la edad, para acceder a cualquier tipo 
de pensión por jubilación del sistema de la Seguridad 
Social. Lógicamente se trata de mayores de 55 años en 
paro y agotada la prestación básica. El 2 de abril de 
1985, se publica el Real Decreto 625, que desarrolla la 
Ley anterior, y matiza que para tener derecho al referi- 
do subsidio por desempleo debe tener derecho a la ju- 
bilación en algunos de los regímenes de la Seguridad 
Social en los que se reconozca el primero. Posteriormen- 
te, en fecha 22 de diciembre de 1987, en sentencia nú- 
mero 209 el Tribunal Constitucional otorga el amparo 
solicitado a través del Defensor del Pueblo por un ciu- 
dadano al que el INEM había denegado subsidio por 
pertenecer a un régimen de la Seguridad Social en el 
que no se disfrutaba del derecho a prestación por pa- 
ro, pues entendía el alto tribunal que una norma regla- 
mentaria no puede modificar la ley, estableciendo 
requisitos nuevos al acceso a un derecho. La Ley habla- 
ba de cualquier sistema de la Seguridad Social y el Real 
Decreto no podía reducirlo sólo a parte de ellos. 

En fecha 26 de abril de 1990, y como ya se ha dicho 
aquí, el Tribunal Constitucional, en sentencia número 
78, declara la nulidad del artículo 7.3, del mencionado 
Real Decreto en base a los mismos argumentos de la 
anterior sentencia. Tras la primera sentencia del 22 de 
diciembre de 1987, el INEM deja de aplicar el artículo 
7.3 y reconoce las solicitudes presentadas desde la f e  

;ha, siempre que reuniesen los demás requisitos. Aquí 
hay un matiz a la intervención del señor Peralta. No es- 
tamos hablando de un problema que abarca desde 1985 
a 1989, sino de un problema que abarca desde el año 
1985 hasta el año 1987, porque a partir de la primera 
sentencia del Tribunal Constitucional el INEM recoge 
ya el criterio establecido por este alto tribunal. 

Por último, también es importante decirlo, el Real De- 
creto ley número 3, de 31 de marzo de 1989, amplía el 
colectivo de beneficiarios y se recogen ya en las condi- 
ciones los requisitos de la sentencia del Tribunal Cons- 
titucional. 

Por tanto, señorías, jcuál es el problema que preten- 
de resolver la proposición no de ley? Pretende resolver 
los expedientes de solicitud de subsidio anteriores al 
22 de diciembre de 1987, es decir, expedientes con una 
antigüedad superior a los cuatro años. 

En consecuencia, encontramos dos razones básicas pa- 
ra oponernos a esta proposición no de ley. Una es de ca- 
rácter material. El problema no es tan grave, no esta 
amplio como exponía el ilustre Diputado. Es más, no pue- 
de haber muchos expedientes enestas circunstancias, ha- 
bida cuenta del tiempo transcurrido: más de cuatro años. 
Todos sabemos que en ese tiempo todos los afectados, en 
base a las nuevas circunstancias jurídicas, han tenido de- 
recho a reclamar, a solicitar la prestación con las nuevas 
circunstancias y los nuevos requisitos. Por tanto, es im- 
pensable que hoy, después de cuatro años, todavía haya 
cantidades importantes de expedientes pendientes. Ade- 
más, hay otra razón de carácter formal, que es la relativa 
a la no retroactividad de las resoluciones de las senten- 
cias de los tribunales, recogida de forma expresa en el 
artículo 120 de la Ley de Procedimiento Administrativo 
que dice que la estimación de un recurso interpuesto con- 
tra una disposición de carácter general implicará la de- 
rogación o reforma de dicha disposición, sin perjuicio de 
que subsistan los actos firmes dictados en aplicación de 
la misma. Creo que vulnerar este principio, aunque es PO- 
sible por decisión de esta Cámara, sentaría un precedente 
negativo. 

En definitiva, señor Presidente, señorías, los instru- 
mentos legales de que se dispone en este momento son 
suficientes para que los derechos subjetivos, nacidos 
al amparo de la Ley 3111984 y posteriomente del Real 
Decreto 3/1989, estén ya plenamente recogidos, los ciu- 
dadanos tienen medios para hacerlos valer y nos pare- 
ce absolutamente innecesario, incluso inconveniente 
por razones formales, aprobar esta proposición no de 
ley. (El señor Peralta Ortega pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE Señor Peralta, no haga el de- 
bate de toda la proposición no de ley. 

El señor PERALTA ORTEGA Ya conozco su criterio, 
señor Presidente. 

Simplemente quería decir que en su intervención el 
señor Neira ha hecho referencia a que pretendía que 
los socialistas pasaran por necios. Jamás ha sido ésa 
mi intención ni mi pensamiento ni mis afirmaciones. 
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El señor PRESIDENTE Pasamos a la votación. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 15; en contra, 20. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 

- POR LA QUE SE INSTA AL GOBIERNO A QUE, EN 
UN PLAZO BREVE DE TIEMPO, RESUELVA LA SI- 
TUACION ACTUAL DE LOS MEDICOS DEL SER- 
VICIO DE SANIDAD MARITIMA DEL INSTITUTO 

LES AL REGIMEN GENERAL DEL INSTITUTO 

JUICIO DEL DESEMPEÑO DE SUS ACTUALES 
ACTIVIDADES. PRESENTADA POR EL GRUPO 
IU-IC (Número de expediente 1611000286) 

SOCIAL DE LA MARINA (ISM), INCORPORANDO- 

NACIONAL DE LA SALUD (INSALUD), SIN PER- 

El señor PRESIDENTE: Proposición no de ley por 
la que se insta al Gobierno a que, en un plazo breve de 
tiempo, resuelva la situación actual de los médicos del 
Servicio de Sanidad Marítima del Instituto Social de 
la Marina, incorporándoles al régimen general del Ins- 
tituto Nacional de la Salud, sin perjuicio del desempe- 
ño de sus actividades, propuesta por el Grupo Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya. 

Para su defensa tiene la palabra el señor Vázquez. 

El señor VAZQUEZ ROMERO: El Instituto Social de 
la Marina es una entidad pública de ámbito nacional, 
dependiente del Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial, con rango de dirección general, responsable de ges- 
tionar la Seguridad Social de los trabajadores del mar 
y de velar por sus intereses sociales, sanitarios y labo- 
rales. El programa de sanidad marítima, que se gestio- 
na por el Instituto Social de la Marina, se hace a través 
del Servicio de Sanidad Marítima. El Servicio de Sani- 
dad Marítima, dependiente de la Subdirección de Ac- 
ción Social Marítima, es el encargado de organizar y 
gestionar la medicina preventivo-asistencia1 para el 
hombre del mar, teniendo en cuenta los largos perío- 
dos en que éste debe permanecer embarcado, alejado 
de su domicilio y con unas connotaciones especiales. 
Por todo ello se creó ese programa de sanidad marítima. 

Al diseñarlo se partió de las especiales y duras cir- 
cunstancias en que deben realizar su trabajo los tra- 
bajadores del mar, teniendo en cuenta el medio adverso 
en que se desenvuelven, las condiciones de vida a bor- 
do, el aislamiento prolongado, los largos períodos que 
permanecen alejados de sus familias, la alta siniestra- 
lidad y morbilidad, la carencia de instalaciones sani- 
tarias adecuadas en los barcos, etcétera. Este programa 
de sanidad marítima está servido por los médicos a los 
que nos referimos en nuestra proposición no de ley, que 
son los que se ocupan de atender todas estas necesida- 
des sanitarias, preventivas y asistenciales de los traba- 
jadores del mar. 

Dentro del colectivo del personal sanitario del Insti- 
tuto Social de la Marina, el personal médico del Servi- 

cio de Sanidad Marítima está compuesto por 87 
médicos, cuando el Servicio de Atención Primaria está 
compuesto por 386 y el de Atención Especializada por 
354. Tanto los 386 de Atención Primaria como los 354 
de Atención Especializada tienen una situación labo- 
ral asimilada a la de personal estatutario del Insalud, 
no así los 87 médicos del Servicio de Sanidad Maríti- 
ma, que mantienen la situación de contratos indefini- 
dos. Esta situación puede llevar a que se genere en ellos 
-de hecho está llevando- una disminución de la afec- 
ción hacia la atención de estas importantes y duras con- 
diciones de trabajo de los trabajadores del mar. 

La publicación del Real Decreto 141411981, de 3 de ju- 
lio, en especial los artículos 4.0 y 5.9 fueron la base pa- 
ra que se creara en 1983 este Servicio de Sanidad 
Marítima y para que se empezaran a incorporar a este 
servicio del ISM los médicos, mediante un concurso- 
oposición que en nada difería del acceso al funciona- 
riado o al personal estatutario, sólo que en régimen de 
relación laboral, pero generando en ellos, lógicamen- 
te, la razonable expectativa de incardinarse en la Ad- 
ministración pública, con plenitud de facultades en un 
futuro mediato. Ese futuro de 1983 es actualmente más 
que presente. 

Como decía, la calidad del trabajo que realizan pue- 
de verse mermada por su no condición de personal es- 
tatutario y, además, se ven limitadas gravemente sus 
legítimas expectativas profesionales, con lo que una y 
otra cosa pueden acabar generando una minoración 
conjunta de la calidad del servicio que se presta y que 
incluso puede llegar a desvirtuar -esto está en el te- 
rreno de lo hipotético obviamente- la lealtad debida 
del empleado público hacia el representante político 
elegido democráticamente. Es decir, en estas personas 
que siguen el mismo trámite de entrada en su trabajo 
que cualesquiera de los otros médicos del ISM, con el 
mismo tipo de concurso-oposición, al mantenerse en 
sus casos particulares el contrato indefinido se genera 
una desafección hacia su propio trabajo. 

Todo esto, significando además que en la Ley 14/1986, 
de 25 de abril, la Ley General de Sanidad, especialmente 
en sus artículos 40.11,45 y 46 y en las disposiciones fi- 
nales segunda y cuarta se prevé la integración de to- 
dos los recursos sanitarios en la estructura del Sistema 
Nacional de Salud, es lo que nos llevó en su momento 
a presentar esta proposición no de ley, que tiene como 
objetivo que estos 87 médicos del Servicio de Sanidad 
Marítima del ISM puedan ser incorporados al régimen 
general del Insalud, adscritos como personal del Esta- 
tuto jurídico del personal médico facultativo de la Se- 
guridad Social. 

Repito que esto afccta exclusivamente a 87 médicos, 
que se ven discriminados respecto a otro colectivo del 
propio Instituto Social de la Marina y que significan 
setecientas y pico personas, que, como decía, ven limi- 
tados sus derechos al concurso de traslado a plazas de 
asistencia primaria o especializada cuando disponen 
de la debida cualificación o de las debidas titulaciones 
para hacerlo. Es decir, son personas que están clara- 
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mente discriminadas incluso dentro de su propio con- 
junto laboral. Además, son personas que no sólo reali- 
zan este trabajo importante de cara a los trabajadores 
del mar, sino que un número determinado de ellos tra- 
bajan en circunstancias difíciles, porque los tres cen- 
tros en los que estos médicos prestan sus servicios son 
el Centro Radiomédico, que está ubicado en Madrid, a 
través del que por vía radiofónica se comunican con los 
diversos barcos, el buque sanitario ((Esperanza del 
Mar», en el que trabajan tres de estos médicos, y dife- 
rentes centros asistenciales, algunos ubicado en terri- 
torio nacional y otros en el extranjero. 

Por tanto, consideramos que es de justicia que a es- 
tos 87 médicos se les conceda la situación de personal 
estatutario de la Seguridad Social, a la que está asimi- 
lado el resto de los trabajadores del Instituto Social de 
la Marina. Nos parece que es una petición justa. No obs- 
tante puede parecer, y de hecho lo es, una petición que 
queda corta, y ya les adelanto que vamos a presentar 
una nueva proposición a través de la que solicitaremos 
de esta Comisión que todo el personal del ISM pase a 
pertenecer al régimen general del Insalud, tal como pre- 
vé la Ley General de Sanidad en los artículos a los que 
antes me he referido. Espero de la sensibilidad de los 
grupos que atiendan esta, para nosotros, justa petición 
que tiene como objetivo paliar una situación de discri- 
minación de un colectivo pequeño de médicos que tra- 
bajan en condiciones no siempre favorables. 

El señor PRESIDENTE ¿Grupos parlamentarios que 

Por el Grupo Popular tiene la palabra el señor Car- 
quieren hacer uso de la palabra? (Pausa.) 

tagena. 

El señor CARTAGENA TRAVESEDO: Es cierto que 
hay precedentes de figuras parecidas a lo que hoy nos 
plantea Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya. Se ha 
dado en la Administración pública y se ha dado en el 
Insalud la situación en la que trabajadores con contra- 
to laboral han pasado, por la pertinente convocatoria 
y prueba selectiva, a tener carácter estatutario o, en al- 
gún caso, de funcionario. Existe y es fácil de utilizar, 
la analogía entre una entidad gestora de la Seguridad 
Social, como es el Instituto Social de la Marina, con lo 
que sería el gran aparato del Insalud o, como decía, la 
Administración pública en general. 

Se utiliza por los proponentes una premisa que no- 
sotros interpretamos de manera distinta. Es cierto que 
la Ley General de Sanidad establece en los artículos que 
refieren en su escrito la previsión de integración de to- 
dos los recursos sanitarios en la estructura del Siste- 
ma Nacional de Salud. Lo que no es menos cierto es que 
tampoco quiere eso decir que hayan de ordenarse to- 
dos los recursos de una manera homogénea, cuando se 
está hablando de este horizonte que se plantea en di- 
cha ley. No quiere decir, por tanto, que los trabajado- 
res de la salud de este país deban estar incluidos todos 
en un determinado estatuto, deban estar incluidos to- 
dos con el carácter de funcionarios, siendo, por tanto, 

la relación jurídico-laboral del contratado una opción 
válida a todos los efectos para el buen funcionamiento 
del sistema. A nosotros nos preocuparía mucho más si 
lo que se vertiera aquí es que el carácter de la contra- 
tación de tales profesionales está limitando su autono- 
mía técnico-profesional, técnico-científica, que 
estuvieran en una situación de precariedad de empleo; 
sin embargo se habla, y es así, de contratos laborales 
indefinidos. Nos preocuparía también si las retribucio- 
nes de estos profesionales no fueran asimilables a las 
de los que realizan labores totalmente análogas en ré- 
gimen estatutario o funcionarial. 

Por tanto, lo que subyace en el fondo, y nuestra dife- 
rencia así lo quiere expresar, es el concepto de organi- 
zación de los recursos humanos al servicio público. Por 
eso nuestro Partido va a plantear una abstención a es- 
ta proposición no de ley. No creemos, en principio, que 
haya que llegar a la fórmula de la homogeneización ab- 
soluta, que todo deba tener el mismo tratamiento, sino 
que los horizontes del Sistema Nacional de Salud tie- 
nen que ser cubiertos con las exigencias de cada una 
de las actividades que en él se van a desarrollar. Anun- 
cio, por tanto, que será la abstención nuestra posición, 
básicamente porque diferimos en cuanto al concepto 
que se ha vertido aquí de lo que es la organización de 
los recursos humanos en este complejo mundo de la 
sanidad. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Catalán tiene 
la palabra el señor Hinojosa. 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA No quiero repetir 
los argumentos de mi antecesor en el uso de la pala- 
bra, porque me parecen razonables y estaban en la 1í- 
nea de lo que iba a ser mi intervención. Por tanto, 
simplemente me limito a decir que me abstendré en esta 
proposición no de ley. 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo Socialista tie- 
ne la palabra el señor Escribano. 

El señor ESCRIBANO REINOSA En nombre del 
Grupo Socialista, señor Presidente, quiero dar una bre- 
ve respuesta que me conducirá a anunciar no la abs- 
tención, sino el voto negativo, haciendo constar la 
sorpresa porque, después de haber argumentado bas- 
tante bien en contra de la proposición, el resultado de 
esa argumentación sea la abstención. No es nuestro ca- 
so, y voy a decir algunas de las razones por las cuales 
nos oponemos a la pretensión que con esta proposición 
no de ley mantiene el Grupo de Izquierda Unida. 

El señor Vázquez ha hecho, desde mi punto de vista, 
una excelente definición, al principio de su exposición, 
de las características y de las razones por las cuales se 
puso en funcionamiento el Servicio de Sanidad Marí- 
tima, teniendo en cuenta las peculiaridades del traba- 
jo en el mar, los riesgos de enfermedad y siniestros, las 
largas estancias fuera del territorio, etcétera. Fue esa 
la razón, que él ha descrito mejor aún que yo, que con- 
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dujo al Instituto Social de la Marina a crear este pro- 
grama especial que tratara el problema de la sanidad 
de los hombres en el mar. Al hacerlo, en vez de propo- 
ner una ampliación de su plantilla integrándola en el 
régimen normal de los trabajadores sanitarios del ISM, 
pensó y optó por un sistema de contratación especial 
y distinto. Era un sistema regido por el Estatuto de los 
Trabajadores de carácter laboral, con un contrato in- 
definido, que me permito reafirmar, como es obvio por 
la definición de este contrato, que estos trabajadores 
no están sometidos a riesgo alguno de inestabilidad en 
el empleo, pero sí limita sus posibilidades para acce- 
der a cualquier puesto a que pudieran tener derecho 
en el conjunto del sistema sanitario del Insalud o del 
Instituto Social de la Marina. Es verdad que esta limi- 
tación la tienen por ser contratados laborales de carác- 
ter indefinido. Además, debo decir con claridad que esta 
fue la razón por la cual se abrió esta modalidad de con- 
trato diferenciada de la anterior; por considerar que la 
medicina marítima requiere un trabajo suficientemente 
diferente -voy a decirlo así- del que normalmente 
constituye el trabajo de los profesionales sanitarios, del 
médico en concreto, en asistencia primaria o especia- 
lizada, suficientemente diferente como para que la ejer- 
za, con carácter estable y duradero, un grupo de 
profesionales preparados expresamente para esa fina- 
lidad para la que consideramos no está preparado por 
falta de experiencia y de la formación específica con- 
veniente, ningún médico del Insalud o del ISM que es- 
té en la red primaria o especializada, ni que un 
trabajador que accedió al Servicio de Sanidad Maríti- 
ma pueda estar en las condiciones que se requieren pa- 
ra ocupar un puesto en el Servicio de Asistencia 
Primaria o Especializada. 

Tengo que decir que si bien puede entenderse que son 
parecidos o equiparables los procedimientos por los 
que se accedió al puesto de trabajo en concreto, debo 
señalar también que se realizó mediante un concurso- 
oposición específico para ocupar unos puestos deter- 
minados, públicamente anunciados, con unas caracte- 
rísticas concretas, como la del contrato laboral 
indefinido, y no la de perteneciente al personal sanita- 
rio del Instituto Social de la Marina. De ahí que su ra- 
zonamiento quiebra un poco cuando se dice que tenían 
lógicas expectativas profesionales de integrarse en el 
sistema estatutario. La verdad es que la oferta de tra- 
bajo que tuvieron era precisa, clara y pública sobre el 
carácter indefinido de su relación laboral y, por tanto, 
de su no pertenencia al régimen estatutario. Si uno 
piensa que este es un camino por el que después se tie- 
nen más facilidades para acceder al otro, está en su de- 
recho, pero la verdad es que nada había en el 
concurso-oposición que le permitiera pensar que eso 
suponía el primer paso para acceder al siguiente, que 
era el de integrarse en el sistema estatutario. Por tan- 
to, si había razonables expectativas yo creo que eran me- 
nos razonables y que estaba claro para lo que iban. 

Quiero oponerme a la impresión de que no hacer es- 
to significa limitar no sólo expectativas, que son más 

comprensibles, sino también derechos; porque desde 
el punto de vista del Derecho es obvio que si expectati- 
vas puedo comprender que tuvieran, es evidente que 
no puedo aceptar que tuvieran derechos que ahora les 
estemos negando. Además, que esto signifique una mi- 
noración de la calidad de su trabajo por pérdida de ex- 
pectativas, etcétera, creo que conviene rechazarlo 
especialmente. Muy por el contrario entendemos -y es- 
tamos, como casi siempre, en el terreno de lo 
discutible- que la calidad del Servicio de Sanidad Ma- 
rítima es mayor si sus profesionales no tienen una mo- 
vilidad, que seguramente sería muy considerable, para 
tener acceso a cualquier traslado en el conjunto sani- 
tario y que, además, la posibilidad de acceder genéri- 
camente a todos los traslados daría una estabilidad 
considerable al programa porque habría plazas perma- 
nentemente en situación interina, etcétera. Hay una se- 
rie de consideraciones a favor del servicio y a favor de 
la finalidad para la que fueron contratados, aun en el 
caso de que eso supusiera alguna merma en cuanto a 
expectativas y demás. Es por razones de consolidar la 
calidad de un servicio que se ha demostrado, por la in- 
formación de que dispongo, excelente, precisamente pa- 
ra consolidar esa calidad pensamos que no es lo mejor 
integrarlos en el sistema general en el que se encuen- 
tra el personal sanitario del Instituto Social de la Ma- 
rina o del Insalud. 

Creo que esto es suficiente, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: VD. 

tos a favor, dos; en contra, 20; abstenciones, 12. 

El señor PRESIDENTE Queda rechazada. 

- POR LA QUE SE INSTA AL GOBIERNO A QUE 

LA INEXACTITUD DOCUMENTAL EN LA DECLA- 
ADOPTE LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA QUE 

RACION DE LOS DIAS TRABAJADOS POR LOS 
TRABAJADORES EVENTUALES AGRARIOS NO 

VE, Y PARA ADECUAR ESTA INFRACCION A LOS 
PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES EN MATERIA 
DE SANCIONES, PRESENTADO POR EL GRUPO 
IU-IC (Número de expediente 1611000287) 

SE CONSIDERE COMO INFRACCION MUY GRA- 

El señor PRESIDENTE: Proposición no de ley por 
la que se insta al Gobierno a que adopte las medidas 
necesarias para que la inexactitud documental en la de- 
claración de los días trabajados por los trabajadores 
eventuales agrarios no se considere como una infrac- 
ción muy grave, y para adecuar esta infracción a los 
principios constitucionales en materia de sanciones, 
planteada por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya. 

Tiene la palabra el señor Peralta para su defensa. 

El señor PERALTA ORTEGA Señorías, tras el desa- 
rrollo y el resultado de mi anterior intervención, voy 
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a ver si consigo mejorar mi habilidad y que los muy 
ilustres Diputados socialistas en esta ocasión me apo- 
yen en esta proposición no de ley. 

Esta proposición no de ley, señorías, parte de una rea- 
lidad. La Ley de 7 de abril de 1988 sobre infracciones 
y sanciones del orden social, como conocen perfecta- 
mente S S .  SS.,  muchos de los cuales participaron en la 
discusión y aprobación de la misma, contiene distin- 
tos capítulos. El capítulo 1 es sobre disposiciones ge- 
nerales; el capítulo 11 contempla las infracciones que 
se producen en el marco de una relación laboral; el ca- 
pítulo 111 se refiere a las infracciones producidas en ma- 
teria de Seguridad Social; y el capítulo IV hace 
referencia a las infracciones en materia de empleo y 
prestaciones de desempleo. 

En este capítulo IV se desarrollan en distintas sec- 
ciones, supuestos y aspectos diferentes. En la sección 
l.a se hace referencia a las infracciones que cometen 
los empresarios. En este sentido el artículo 26, al defi- 
nir lo que son infracciones leves, dice que son infrac- 
ciones leves no comunicar a la oficina de empleo las 
contrataciones, etcétera. En el artículo 29, donde se re- 
gulan explícitamente las infracciones en materia de de- 
sempleo, se dice también que infracciones leves son, en 
primer lugar, no facilitar a las entidades de la Seguri- 
dad Social o al INEM la documentación que estén obli- 
gados a proporcionar, consignar inexactamente los 
datos, certificaciones o declaraciones que presenten, o 
no cumplimentar estos con arreglo a las normas pre- 
cedentes. Esto, señorías, por lo que se refiere a los em- 
presarios. Es decir, se conceptúan como infracciones 
leves determinadas conductas que, sin embargo, cuan- 
do se hace referencia en el artículo 30 a las infraccio- 
nes cometidas por los trabajadores, nos encontramos 
con que esa misma conducta, si se trata de trabajado- 
res eventuales agrarios, una determinada infracción do- 
cumental se presume que es una infracción de carácter 
muy grave. En concreto, dice la ley, en el caso de subsi- 
dio por desempleo de los trabajadores eventuales agra- 
rios se entederá que el trabajador ha compatibilizado 
el percibo de la prestación con el trabajo por cuenta 
ajena o propia cuando los días trabajados no hayan si- 
do declarados en la forma prevista en su normativa es- 
pecífica de aplicación. 

En definitiva, señorías, nos encontramos con un muy 
distinto tratamiento legal de la misma conducta según 
se trate de que el sujeto que la haya llevado a cabo sea 
el empresario o sea el trabajador. Si es el empresario, 
es una infracción de carácter leve; si es el trabajador, 
en el caso de los trabajadores eventuales agrarios, es 
una infracción de carácter muy grave, con una presun- 
ción ciuris tantum» de que se ha producido esa infrac- 
ción de carácter muy grave. Este diferente trato legal 
se complementa, señorías, con el capítulo VI de esta 
misma ley, cuando al hacer referencia en la sección l.a 
a las sanciones de los empresarios dice que éstas se gra- 
duarán atendiendo a distintas circunstancias, lo que 
puede dar lugar a que las sanciones sean mayores o me- 
nores. Por contra, en la subsección 4.a, cuando hace re- 

ferencia a las sanciones a los trabajadores, no se 
establece ningún tipo de graduación, de tal manera que 
las infracciones muy graves automáticamente llevan de- 
terminadas consecuencias, entre ellas, la privación de 
la prestación durante un período determinado de 
tiempo. 

Esta situación legal ha dado lugar a que, en su apli- 
cación práctica, se produjeran determinadas actuacio- 
nes por parte de las autoridades laborales, la 
Inspección de Trabajo y las direcciones provinciales del 
Ministerio de Trabajo, especialmente en las zonas de An- 
dalucía y Extremadura, que es, como conocen perfec- 
tamente SS.  SS., donde se produce la percepción de 
subsidio de desempleo por los trabajadores eventuales 
agrarios. Además, se ha producido con reiteración la 
situación de que en esas actuaciones de las autorida- 
des laborales haya habido quejas por parte de los tra- 
bajadores sancionados ante el Defensor del Pueblo. El 
Defensor del Pueblo estudió el tema de estas quejas y 
comprobó que, efectivamente, la situación no era jurí- 
dicamente correcta en virtud de las razones a las que 
he hecho antes referencia, y el Defensor de Pueblo for- 
muló la recomendación 3011990, dirigida al Ministerio 
de Trabajo, en el sentido de que se corrigiera esta si- 
tuación. En esta proposición no de ley, señorías, noso- 
tros hemos recogido literalmente el contenido de las 
conclusiones de esa recomendación del Defensor del 
Pueblo porque nos parece que son oportunas. En pri- 
mer lugar, se trataría de que se complementara la nor- 
mativa citada, la Ley de sanciones de infracciones en 
materia social, de tal manera que se corrigiera ese dis- 
tinto tratamiento al que he hecho referencia anterior- 
mente; que no se contemple que prácticamente la 
misma conducta, según la lleven a cabo empresarios 
D trabajadores, tenga una consideración, en unos casos, 
de infracción leve y, en otros, de infracción muy grave. 
En segundo lugar, que a la hora de graduar las sancio- 
nes a imponer a los trabajadores se atienda precisamen- 
te a los criterios de graduación que se aplican en el caso 
concreto de los empresarios. Y con carácter provisio- 
nal, en tanto se produce esa modificación legislativa, 
que se cursen las oportunas instrucciones a la Inspec- 
Eión de Trabajo y a las direcciones provinciales del Mi- 
nisterio de Trabajo para que en sus actuaciones 
roncretas modere las actuales previsiones legales, de 
tal manera que se ajuste a lo que son principios gene- 
rales del Derecho en cuanto a proporcionalidad de san- 
riones, en cuanto a comprobación efectiva de una 
voluntad de fraude, que no se trate de simples errores, 
y que no se dé el carácter de prueba concluyente a lo 
que puedan ser declaraciones empresariales no coin- 
ridentes con las declaraciones laborales porque eso su- 
pone, en definitiva, alterar el principio de presunción 
de inocencia. 

Todo ello, señorías, son medidas oportunas que tien- 
ien a corregir lo que hoy nos parece que son unas pre- 
visiones legales que han demostrado la insuficiencia en 
:ste punto concreto. Y sobre todo nos parecen oportu- 
las, señorías, porque en esa lucha importante y nece- 
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saria del Estado en contra de los supuestos de fraude 
es muy importante que las actuaciones que se lleven 
a cabo, que nosotros apoyamos decididamente, no pue- 
dan ser objeto de contestación social con razones aten- 
dibles como son las que se contienen en el informe del 
Defensor del Pueblo. Por todo lo anterior, señorías, me 
permito solicitar el voto favorable de todos ustedes a 
esta proposición no de ley. 

El señor PRESIDENTE iGrupos Parlamentarios que 
desean hacer uso de la palabra? (Pausa.) Por el Grupo 
Popular tiene la palabra el señor Hernández Sito. 

El señor HERNANDEZ-SITO GARCIA-BLANCO: La 
proposición no de ley que presenta Izquierda Unida, a 
nuestro juicio, es bastante confusa en su redacción y 
se presta a ser considerada como un intento de dulcifi- 
car una infracción que estimamos como muy grave: que 
la compatibilización en el período de prestaciones por 
desempleo con el trabajo, aunque referida al menos a 
un nivel de ejemplo, sea sólo para los trabajadores even- 
tuales agrarios. La tesis de esta proposición no de ley 
se basa en que a los trabajadores eventuales agrarios 
se les considera que han compatibilizado subsidio y tra- 
bajo cuando los días trabajados no hayan sido decla- 
rados en la forma prevista en su normativa específica 
de aplicación, artículo 30.3.1 de la Ley 8/1988, sobre in- 
fracciones y sanciones. A esto queremos argumentar 
que, como normas generales de faltas leves, utiliza la 
proposición no de ley para calificar la levedad el artí- 
culo 29.1 referido a las infracciones empresariales, ol- 
vidándose del artículo 20.3, que considera muy grave 
el falseamiento de documentos por parte del empresa- 
rio. De acuerdo con lo anterior se pide una remisión 
a una normativa que afecta a los trabajadores, no sólo 
a los trabajadores eventuales agrarios, por infraccio- 
nes de orden social, es decir, la Ley de 1988, y entre tan- 
to se codifica la legislación vigente, se adopten medidas 
por la Inspección de Trabajo y las direcciones provin- 
ciales del Departamento, en las que claramente se al- 
tera la Ley 811988, medidas especificadas en los 
apartados b) y c) del punto 2 de esta proposición no de 
ley. 

Dicha proposición no de ley en realidad desconoce 
una serie de cuestiones que conviene tener presentes 
a la hora de evaluar los objetivos. Primero, si la propo- 
sición no de ley sólo se refiere a los trabajadores even- 
tuales agrarios no puede desconocerse la remisión que 
en el artículo 30.1 citado hace la normativa específica 
para referirse al mecanismo de comprobación de que 
los trabajadores eventuales compatibilicen subsidio y 
trabajo. Esa normativa, que es el Real Decreto 
138711990, por el que se regula el subsidio de desmpleo 
en favor de los trabajadores eventuales -normativa que 
conviene no olvidar y así se recoge en su preámbulo- 
es resultado de acuerdos alcanzados por el Gobierno 
y las organizaciones sindicales más representativas. 
Pues bien, en el artículo 12.3 del citado Real Decreto 
se afirma que, para la acreditación de la situación de 

' 

desempleo y de las jornadas trabajadas en el período 
anterior, el INEM podrá exigir la presentación de cer- 
tificado de empresa o la copia de la cartilla de trabaja- 
dor agrario, debidamente diligenciada por los 
empleadores, por lo que difícilmente pueden darse los 
supuestos contemplados en el artículo 2 a) de la pro- 
posición no de ley. 

La normativa específica a la que venimos refiriéndo- 
nos, el Real Decreto de 1990, recoge en su artículo 15 
actuaciones de control, que el INEM y la Dirección Ge- 
neral de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
establecerán planes integrados de inspección y control 
previa consulta a las organizaciones sindicales y em- 
presarios más representativos. Y la disposición adicio- 
nal sexta encomienda a los consejos comarcales del 
INEM, órganos de participación institucional (esto es 
muy importante) dependientes de las comisiones eje- 
cutivas provinciales del INEM, en los que se hallan re- 
presentados las organizaciones agrarias y los 
sindicatos. Las funciones son, entre otras, colaborar con 
la Administración en la lucha contra el fraude, plantean- 
do en su caso iniciativas para el desarrollo del plan de 
control, proponer medidas y colaborar en la mayor efi- 
cacia de la tramitación de dichas solicitudes, declara- 
ciones y justificaciones de subsidios por desempleo de 
los trabajadores eventuales. 

A la vista de los mecanismos existentes consensua- 
dos con los interlocutores sociales, sería oportuno co- 
nocer las propuestas e iniciativas en relación con el 
tema planteado por Izquierda Unida en esta proposi- 
ción no de ley, pues no deja de ser sorprendentemente 
que no se aluda a ellas tras un año de experiencia en 
la citada normativa específica a la que alude el artícu- 
lo 30 de la Ley de 1988, cuestionada por esta proposi- 
ción no de ley. 

Por último, en relación con el punto 1 de dicha pro- 
posición, si lo que se pretende es adoptar iniciativas 
normativas oportunas que permitan graduar las san- 
ciones en atención a una diversidad de circunstancias, 
así como cualquier otra eventualidad, esa normativa es 
precisamente la que recoge la Ley 8/1988, y la proposi- 
ción no de ley no específica más al respecto. 

Ante estas consideraciones anteriores, el Grupo Po- 
pular cree que no se justifica la aprobación de la pro- 
posición no de ley, tanto por su generalidad y confusión 
como por las medidas transitorias propuestas, desco- 
nociendo la normativa específica existente en materia 
del objeto y que ha sido resultado de un acuerdo 
-como hemos dicho- entre los interlocutores sociales. 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo Catalán tiene 
la palabra el señor Hinojosa. 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA Tengo que confesar 
humildemente que no tengo todavía decidido mi voto 
porque yo también veo confusa la proposición no de ley 
y, como principio, mi Grupo no admite que se puedan 
dañar los derechos de los trabajadores o de los empre- 
sarios cuando hay una discrepancia de criterios en 
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cuanto a horas trabajadas por los trabajadores. A na- 
die se le oculta que este es un tema muy conflictivo y 
que ha habido un abuso considerable en la autorización 
de este subsidio. En todo caso, a mí lo que me gustaría 
es entrar a fondo en este tema y la proposición no de 
ley que nos presenta Izquierda Unida-Iniciativa per Ca- 
talunya no creo que lo haga. Durante los días en que 
he leído la proposición no de ley, he tenido la tentación 
de votar que sí, con la salvedad de pedir que, de tomar- 
se en consideración, se entrase más a fondo en los te- 
mas y se clarificase. Finalmente, veo que hay una carga 
importante hacia la Inspección de Trabajo, para clari- 
ficar las situaciones de discrepancia, que no dudo que 
ésa es su función, pero también sabemos que la praxis 
demuestra que la Inspección de Trabajo no siempre es 
lo ágil y lo puntual que debería ser. 

Confieso que estoy en duda respecto a mi voto. Voy 
a esperar el final del debate a ver si la intervención del 
Grupo que aún resta me ilumina y decido mi voto final. 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo Socialista tie- 
ne la palabra el señor Navarro. 

El señor NAVARRO TORNAY: Espero que mi inter- 
vención, señor Hinojosa, lo ilumine. (Risas.) 

La proposición no de ley parte de considerar que en 
el artículo 30 de la vigente Ley sobre infracciones y san- 
ciones en el orden social, la Ley 811988, de 7 de abril, 
se sanciona como infracción muy grave una simple ine- 
xactitud documental consistente en la no declaración 
de los días trabajados en la forma legalmente prevista. 
Sin embargo, la conducta que se califica y sanciona co- 
mo falta muy grave no es la inexactitud documental, 
sino la de compatibilizar el percibo de prestaciones con 
el trabajo por cuenta propia o ajena, estableciéndose, 
eso si, una presunción de que existe esa conducta cuan- 
do se produce el incumplimiento de los deberes de ca- 
rácter informativo antes mencionado. 
Es necesario partir de la consideración de que la re- 

gulación vigente obedece a la necesidad de un trata- 
miento legal específico, que dé respuesta a las es- 
peciales características de la prestación de subsidio por 
desempleo de los trabajadores eventuales agrarios, es- 
tableciendo fórmulas que posibiliten el control sobre 
la posible percepción fraudulenta de dicho subsidio. Es- 
ta necesidad es la que llevó en su momento al Gobier- 
no a elaborar el proyecto y, sin duda, a las Cortes a 
aprobar la Ley 811988, con un contenido normativo que 
debe ser globalmente considerado como necesario y 
adecuado a la finalidad que persigue, considerando las 
especiales circunstancias de la realidad social que es 
objeto de regulación, y sin que pueda admitirse que el 
artículo 30 de dicha Ley vulnere los principios de pre- 
sunción de inocencia, culpabilidad y proporcionalidad 
por el hecho de establecer una presunción sometida, 
en todo caso, a su posible desvirtuación mediante prue- 
ba en contrario. 

En este contexto, el contenido de la proposición no 
de ley en el sentido de que se adopten iniciativas nor- 

mativas que permitan graduar la sanción a los traba- 
jadores en función de circunstancias objetivas de 
intencionalidad, u objetivas de resultado, es difícilmen- 
te compatible con la finalidad de la norma sanciona- 
dora de que se trata, cuya eficacia pide que en el tipo 
de la infracción prime el componente de la simultanei- 
dad subsidio-trabajo, que es el hecho que se pretende 
evitar. En lo que se refiere al contenido del punto 2 de 
la proposición no de ley, instando al Gobierno a dar ins- 
trucciones a la Inspección de Trabajo y Seguridad So- 
cial y a las direcciones provinciales del Ministerio en 
cuanto al ejercicio y sus funciones de control y sanción 
de conductas ilegales, no puede ignorarse que el tipo 
legal establece legítimamente una presunción que la 
autoridad administrativa, en el ejercicio de su activi- 
dad sancionadora, no puede desconocer. Sin embargo, 
la comprobación de los hechos constituye una actua- 
ción obligada en todo caso y, en consecuencia, con el 
fin de evitar supuestos siempre posible de insuficiente 
comprobación de los mismos se han cursado instruc- 
ciones a las inspecciones provinciales de Trabajo y Se- 
guridad Social al objeto de que, en las actuaciones 
relativas a la aplicación del artículo 30 de la Ley 8/1988, 
se realicen las oportunas comprobaciones en el supues- 
to de discrepancia entre la declaración del trabajador 
y la efectuada por el empresario sobre las jornadas real- 
mente trabajadas. Por otro lado, es indudable que no 
procede la imposición de sanción prevista en el artícu- 
lo 46.1.3 de la Ley 811988 por la mera declaración inco- 
rrecta de las jornadas trabajadas, cuando resulte 
desvirtuada la presunción legal de simultaneidad de 
trabajo y percepción. 

Señor Presidente, por todo lo anteriormente expues- 
to, el Grupo Socialista se va a oponer a esta proposi- 
ción no de ley. 

El señor PRESIDENTE Concluido el debate, pasa- 
mos a votación. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, dos; en contra, 27. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la propo- 
sición no de ley. 

- POR LA QUE SE INSTA AL GOBIERNO A QUE EN 
EL PLAZO DE SEIS MESES ESTABLEZCA UNA 
NORMATIVA DE SEGURIDAD PARA LOS PAR- 
QUES INFANTILES. PRESENTADA POR EL GRU- 
PO POPULAR (Número de expediente 1611000293) 

El señor PRESIDENTE A continuación, entramos en 
el debate de la proposición no de ley por la que se ins- 
ta al Gobierno a que en el plazo de seis meses establez- 
ca una normativa de seguridad para los parques 
infantiles, propuesta por el Grupo Popular. Para su de- 
fensa tiene la palabra el señor Villalón. 



- 11269 - 
COMISIONES 12 DE FEBRERO DE 1992.-NO~. 382 

El señor VILLALON RICOMuy brevemente, a estas 
horas de la mañana y después de tanto debate sobre 
tanta proposición no de ley, inicio la defensa de esta 
proposición no de ley del Grupo Popular que si en prin- 
cipio, desde el punto de vista parlamentario, se podría 
considerar un tema menor, hay que tener en cuenta que 
desde el punto de vista de la calle es manifiesto el inte- 
rés de los ciudadanos y de los consumidores en gene- 
ral, dado que esta es una iniciativa que va en defensa 
fundamentalmente de nuestra población infantil. 
Es preciso señalar que las instalaciones recreativas 

y de diferentes juegos dirigidos a la población infantil 
son competencia fundamentalmente de las corporacio- 
nes locales, que son las responsables en principio de 
dar las licencias municipales para la construcción o 
ubicación en diferentes lugares de los pueblos y ciuda- 
des de nuestro país, así como la apertura y control de 
las medidas de seguridad que se deben precisar. Pero 
hay que hacer la matización de que estas corporacio- 
nes locales se ven sin el instrumento que debería ser 
una normativa sobre seguridad en este campo. Es por 
ello que, incidiendo otra vez en la falta de normativas, 
en lo que es un vacío legislativo sobre estos temas, no- 
sotros presentamos esta proposición no de ley, que con- 
sideramos que establecerá las normas básicas a la hora 
de actuar desde el punto de vista de los ayuntamientos 
y corporaciones locales. Así, podríamos hablar de la pe- 
riodicidad en las visitas de inspección con sus corres- 
pondientes revisiones de las instalaciones, de las 
normas básicas de diseño y funcionamiento de los apa- 
ratos, incluso de los materiales con que se realizan los 
diferentes juegos infantiles y otros aspectos que ahora 
sería prolijo enumerar. 

No me queda más remedio que referirme a la expo- 
sición de motivos que el Grupo Popular presenta en esta 
proposición no de ley, por el gran número de parques 
infantiles diseminados por todo el territorio nacional, 
ya que no hay pequeña aldea, ciudad o barrio que se 
precie que no tenga su parque infantil para distracción 
de los niños en los diferentes lugares de nuestro país. 
Habría que decir también que a la hora del desarrollo 
reglamentario de la Ley General de Protección de Con- 
sumidores no hay normas, teniéndonos que remitir fun- 
damenalmente a los artículos 2 y 3, que hablan de los 
derechos de los consumidores desde el punto de vista 
de seguridad, así como al artículo 13.1 en su punto f), 
que se refiere a las indicaciones y advertencias de los 
riesgos que tienen los usuarios de nuestro país. Por ú1- 
timo, también he de remitirme a las diferentes mani- 
festaciones, a las voces de alarma de las diferentes 
asociaciones de consumidores sobre este tema. 

Por todo ello, por el gran número de parques infanti- 
les existentes en nuestro país, por lo que consideramos 
un vacío legislativo, por la falta de desarrollo en la Ley 
General de Consumidores y, por último -como decía 
antes-, por las manifestaciones de las diferentes or- 
ganizaciones de consumidores y usuarios, nosotros pre- 
sentamos esta iniciativa, porque creemos que se debe 
establecer en los diferentes parques una normativa de 

seguridad que sirva como norma básica y a la vez ar- 
monizadora de lo que en su momento puedan legislar 
e incluso ejecutar las diferentes comunidades autóno- 
mas que en nuestro país tienen competencia. 

Por todo ello, pedimos la aprobación de esta propo- 
sición no de ley a los grupos de esta Cámara. 

El señor PRESIDENTE Hay presentadas dos en- 
miendas a esta proposición no de ley, una del Grupo 
Catalán y otra del Grupo Socialista. 

Para la defensa de la enmienda del Grupo Catalán, 
tiene la palabra el señor Hinojosa. 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA En este caso ya es- 
toy iluminado (Risas.) y mi decisión es totalmente fa- 
vorable a la toma en consideración de esta proposición 
no de ley, aunque nos gustaría que se instara al Gobier- 
no para que se complete la presente normativa, dándo- 
le un marco de actuación para que se tengan en cuenta 
estos conceptos con vistas a la posible normalización 
legal de los parques infantiles. Voy a leerla por si SS. SS. 
no la conocen. Diría, después de «parques infantiles», 
en la que debería comprenderse la definición de par- 
que infantil, los factores a considerar al diseñar un área 
de juego, la información que debe solicitarse previa- 
mente y las garantías en cuanto a ubicación interior del 
espacio, aparatos, materiales de juego, mantenimiento, 
conservación y responsabilidades para lograr una óp- 
tima condición del parque infantil; conceptos que cree- 
mos que se deberían incorporar en esta proposición no 
de ley para que el Gobierno los tuviese en cuenta en 
su reglamentación. 

Quiero ofrecer a la Cámara, a los grupos parlamen- 
tarios, por si les interesa, un estudio creo que muy va- 
lioso, sobre los parques infantiles, realizado por el 
Instituto de Consumo Catalán, que podría ser de utili- 
dad para las personas que estén preocupadas por este 
tema y que quieran trabajar en ello. Lo pongo a dispo- 
sición de la Presidencia y de cualquier grupo. 

El señor PRESIDENTE Para defender la enmienda 
del Grupo Parlamentario Socialista, tiene la palabra la 
señora Renau. 

La señora RENAU 1 MANEN: Antes de defender la 
enmienda, yo quiero hacer alguna reflexión previa al 
tema de las competencias y también al contenido de la 
proposición no de ley. Voy a ser breve. 

Estamos ante una proposición no de ley amable, si 
es que las proposiciones no de ley pueden ser califica- 
das de alguna forma, pero ésta es amable porque pone 
el acento sobre necesidades de la vida cotidiana, como 
muy bien ha dicho el representante del Grupo Popular, 
necesidades que no siempre merecen la atención de los 
poderes públicos con la intensidad que querríamos. En 
ese sentido, bienvenida sea porque nos ha obligado a 
todos a hacer una reflexión sobre el contenido de la pro- 
posición no de ley y también sobre el tema competen- 
cial, que es sobre el que yo tengo ciertas reservas. 
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El problema está en que parece que existe una legis- 
lación. Existe, pero es una legislación dispersa, una le- 
gislación que toca aspectos parciales y que no afecta 
a una cuestión que no ha aparecido en la proposición 
no de ley, que es que no sólo estamos hablando de to- 
boganes, trapecios, etcétera, sino que estamos hablan- 
do de jardines, de espacios, de ubicación y de protección 
de estos espacios respecto al tránsito que se efectúa en 
la vía pública. Por tanto, yo creo que, primero, el tema 
es más amplio de lo que aquí aparece y, segundo, que 
hay problemas competenciales importantes. Bienveni- 
da la petición si sirve para reflexionar sobre este tema, 
pero yo creo que a cada uno hay que reconocerle lo que 
es suyo. En cuanto a la ordenación en materia de de- 
portes y ocio, sanidad e higiene y protección de la ju- 
ventud y la infancia es una competencia de las 
comunidades autónomas; en cuanto a las normas de 
uso de los aparatos de los parques infantiles, la com- 
petencia es de los ayuntamientos, que dictan las nor- 
mas en materia de parques y jardines como establece 
la Ley reguladora de Bases de Régimen Local; en cuan- 
to al control sanitario de áreas de actividad física- 
deportiva y de recreo la Ley de Sanidad y, finalmente, 
es responsabilidad de la Policía local encargarse de 
mantener el cumplimiento de la normativa municipal. 

Es cierto que existe otro tipo de normativa como el 
Real Decreto de noviembre 233011985, que aprueba una 
serie de normas de seguridad en los juguetes. Existe 
también otro tipo de normativa en el capítulo 9 del Có- 
digo alimentario sobre condiciones generales que pa- 
ra uso doméstico y de la población infantil deben reunir 
los disolventes, los pegamentos, etcétera. Pero tenien- 
do en cuenta que la Directiva del Consejo de las Comu- 
nidades Europeas, de mayo de 1988, relativa a la 
aproximación de las legislaciones de los Estados miem- 
bros sobre la seguridad de los juguetes, que está tras- 
puesta en el Decreto que antes hemos mencionado, deja 
al margen los equipos destinados a la utilización colec- 
tiva en terrenos de juego, es cierto que se produce una 
determinada dificultad para saber cómo hay que orga- 
nizar una temática tan importante para la vida co- 
tidiana. 

Teniendo en cuenta el tema competencial, por una 
parte, y teniendo en cuenta un segundo aspecto, que qui- 
zá es más relevante, que es que la Comunidad Europea 
ha constituido un grupo de trabajo en el que participa 
ya el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, que 
estudia la elaboración de una directiva específica que 
regule las características y condiciones de utilización 
y seguridad de las estructuras desmontables de parques 
de atracciones y equipamientos para juegos infantiles, 
sería bueno esperar a ver qué ocurre con esta norma- 
tiva. Y la propuesta que nosotros hacemos es justamen- 
te (y voy a leer ahora el texto de la enmienda que 
proponemos, que está en línea con el tema de las com- 
petencias tal como están establecidas en nuestras le- 
yes) la espera del resultado de estos trabajos que van 
a dar lugar a una normativa de obligado cumplimien- 
to por el Estado. 

Nosotros lo que proponemos es una enmienda de sus- 
titución en todo caso, y yo creo que sería bueno que lo 
aprobáramos de una forma conjunta. Sería la siguien- 
te: El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que, en el marco de sus competencias (con lo cual se 
aclara el tema competencial), y una vez promulgada la 
directiva de las Comunidades Europeas, actualmente 
en elaboración, que regule las características y condi- 
ciones de utilización y seguridad de las estructuras des- 
montables de los parques de atracciones y 
equipamientos para juegos infantiles, establezca e im- 
pulse normativas de seguridad en los denominados par- 
ques infantiles. Esta sería nuestra enmienda de 
sustitución. 

Y para finalizar, señor Presidente, si me permite una 
licencia, yo diría que sería bueno que, además de traer 
una proposición de este estilo aquí, desde nuestra ac- 
ción política intentáramos que los ayuntamientos y las 
comunidades autónomas se ocuparan con mucha inten- 
sidad de este tema. 

Y otra segunda reflexión que me hago yo hoy aquí (y 
arrimo el ascua a mi sardina) es que creo que si hubie- 
ra más arquitectas municipales que se ocuparan de 
mercados, que se ocuparan de parques, etcétera, quizá 
no tendríamos que estar ahora hablando de esta cues- 
tión. (Risas.) 

El señor PRESIDENTE Señora Renau, me parece 
que ha aprovechado usted que el Pisuerga pasa por Va- 
lladolid. (Risas.) 

La señora RENAU 1 MANEN Sí, señor Presidente, 
lo he aprovechado. (Risas.) 

El señor PRESIDENTE Este no es un punto de 
debate. 

Hay un Grupo parlamentario que no ha intervenido, 
que es Izquierda Unida. Tiene la palabra el señor 
Vázquez. 

El señor VAZQUEZ ROMERO: Empezando por don- 
de acabó la señora Renau, en el pueblo donde yo vivo 
la arquitecta municipal es arquitecta municipal y sigue 
siendo necesario hablar de parques infantiles. (Risas.) 
Y tampoco es que el Pisuerga pase por Valladolid. 

A mi Grupo le parece que esta proposición no de ley 
que presenta el Grupo Popular es no solamente ama- 
ble, sino también necesaria. Nos parece (y anunciamos 
ya nuestro voto positivo a la misma) que se enriquece 
con la enmienda del Grupo Catalán de Convergencia i 
Unió, que intenta delimitar, precisar y concretar más 
en qué aspectos se tiene que abordar esa normativa que 
se le pide al Gobierno. 

Por otra parte, nos parece que hay algunos aspectos 
de la enmienda que ha hecho el Grupo Socialista que 
creemos importante incorporar a la propuesta inicial, 
como es el que hace referencia al marco competencial, 
porque evidentemente estamos ante un tema sobre el 
que hay competencias dispersas entre comunidades 
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autónomas, corporaciones locales y el propio Estado. 
Pero no nos parece, por otra parte, que fuera excesiva- 
mente necesario esperar a que esa comisión de la Co- 
munidad Europea elabore esas normas que se darán 
en su día y que serán de obligado cumplimiento. Yo creo 
que puede ser interesante que los mismos representan- 
tes españoles, que seguramente estarán trabajando en 
esa comisión de la Comunidad Europea, elaboren la 
normativa española que pueda ser el bagaje que nues- 
tra Administración aporte a esa comisión europea co- 
mo medidas que se piensan poner en práctica ya en 
nuestro país. 

Por tanto, para no alargarme, vamos a dar nuestro 
apoyo a la propuesta inicial del Grupo Popular, com- 
plementada con la del Grupo Catalán de Convergencia 
i Unió y con algunos aspectos de la del Grupo Socialis- 
ta, si es posible normativamente incorporar sólo algu- 
nos aspectos de la misma. 

El señor PRESIDENTE: Entendemos que de la en- 
mienda socialista hay una licencia más que se ha per- 
mitido la señora Renau al añadir el término «impulse» 
después de «establezca una normativa», que no está en 
la propuesta de la enmienda que ha tenido entrada por 
Registro y que, por tanto, quedará con el texto que tie- 
nen todas SS. SS. 

Para posicionarse respecto a las enmiendas, tiene la 
palabra el señor Villalón. 

El señor VILLALON RICO En primer lugar, tengo 
que agradecer la intervención de los diferentes grupos 
y acepto, por supuesto, la enmienda de adición presen- 
tada por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió). Por 
otra parte, aceptaría algunos de los puntos del texto de 
la enmienda del Grupo Socialista, pero no podemos 
aceptarla en su totalidad, ya que la vemos muy inespe- 
cífica, ilimitada en el tiempo. Remitiéndome a los ar- 
gumentos que ha utilizado la Diputada socialista, debo 
decir que si realmente esperamos a la directiva comu- 
nitaria de obligado cumplimiento, esta proposición no 
de ley sería un poco papel mojado que no serviría de 
nada. Se trataría simplemente de remitirnos a las di- 
rectivas o a las iniciativas de la Comunidad y esperar. 

Tengo que remitirme, lógicamente, a la intervención 
del portavoz de Izquierda Unida en la que hay algunas 
cosas que podrían ser aceptables por parte de nuestro 
Grupo en relación con su enmienda, pero no podemos 
aceptarla en su totalidad. Yo plantearía, si fuera posi- 
ble, hacer una enmienda transaccional en la que se re- 
cogiera el texto del Grupo Popular, el texto de 
Convergencia i Unió y algunos apartados de la enmien- 
da del Grupo Socialista. 

Por último, en mi intervención ya he aclarado que esta 
norma sería norma básica y armonizadora de las dife- 
rentes cuestiones que podrían legislar y ejecutar las di- 
ferentes comunidades autónomas. Por ello, no me vale 
todo el texto de la propuesta del Grupo Socialista. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Vi- 

llalón, pero no nos saca de la duda. No sabemos exac- 
tamente en qué términos quedaría la enmienda 
transaccional que usted plantea para poder luego pre- 
sentarla a los grupos proponentes. (La señora Renau 
i Manén pide la palabra.) Un momento, señora Renau, 
cuando sepamos los términos habrá motivo de turno 
de palabra; mientras tanto, no. 

El señor VILLALON RICO: Sería el texto de nuestra 
propuesta, seguida de la enmienda del Grupo Catalán, 
en los mismos términos en que está, y añadiendo: no 
esperando a la promulgación de las directivas de las 
Comunidades Europeas y, simplemente, en el marco de 
las competencias de la Administración central. Creo que 
es lo único que se podría aceptar del texto de la enmien- 
da del Grupo Socialista. 

El señor PRESIDENTE: Entiendo que quedaría: El 
Congreso de los Diputados insta al Gobierno de la na- 
ción, en el marco de sus competencias, para que en el 
plazo de seis meses ..., sigue la enmienda del Grupo Po- 
pular y se añade la del Grupo Catalán. 

Tiene la palabra, señora Renau. 

La señora RENAU 1 MANEN: Nosotros realmente no 
vamos a apoyar esta enmienda transaccional, por dos 
razones, una, porque es cierto que se puede solucionar 
el tema de las competencias, pero no parece adecuado 
que, en cuanto a la directiva europea, teniendo en cuen- 
ta que el grupo de trabajo va a tener un dictamen he- 
cho y se va a convertir en directiva a finales de 1992, 
en este momento aprobemos una normativa que, ade- 
más, teniendo en cuenta el tema de las competencias, 
tan distribuidas, no creemos que pueda ser efectiva. Por 
tanto, mantenemos nuestra enmienda. 

El señor PRESIDENTE Al no ser aceptada la tran- 
saccional por el Grupo Socialista, entiende la Pesiden- 
cia que la proposición no de ley quedaría redactada 
según el texto planteado por el Grupo Popular, más la 
enmienda de adición del Grupo Catalán. Esto será lo 
que sometamos a votación si no hay ninguna objeción 
por parte del Grupo Catalán. (Pausa.) 

Votamos la proposición no de ley según queda des- 
pués de las enmiendas aceptadas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 13; en contra, 20. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 

- POR LA QUE SE INSTA AL GOBIERNO PARA QUE 
HABILITE LOS CREDITOS NECESARIOS QUE 
PERMITAN LA REHABILITACION INTEGRAL DE 
LOS BLOQUES DE VIVIENDAS CONSTRUIDAS 
POR LA MUTUALIDAD TEXTIL Y SITAS EN EL 
POLIGONO DE SANT MARTI DE PROVENCALS 
EN BARCELONA. PRESENTADA POR EL GRUPO 

(Número de expediente 1611000301) 
IZQUIERDA UNIDA-INICIATIVA PER CATALUNYA 
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El señor PRESIDENTE Proposición no de ley por 
la que se insta al Gobierno para que arbitre los crédi- 
tos necesarios que permitan la rehabilitación integral 
de los bloques de viviendas construidas por la Mutua- 
lidad Textil y sitas en el polígono de Sant Martí de Pro- 
vencals, en Barcelona, propuesta por el Gmpo de 
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya. 

Tiene la palabra el señor Espasa. 

El señor ESPASA OLIVER En este mismo momento 
señalo a la Presidencia que sustituyo al Diputado se- 
ñor Narcís Vázquez en la Comisión. 

Señor Presidente, se trata de una proposición no de 
ley que viene a intentar. .. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE Perdón, señor Espasa. Rue- 
go a SS. SS. que mantengan el comportamiento que han 
mantenido hasta ahora, ya que es la última proposición 
no de ley, y si van a salir de la sala que, por favor, lo 
hagan rápidamente y guarden silencio. 

Tiene la palabra el señor Espasa. 

El señor ESPASA OLIVER Decía, pues, que es una 
proposición no de ley que viene a intentar buscar un 
final feliz y mutuamente acordado a una forma de en- 
tender la protección social que la evolución de nuestro 
país y el concurso de las diversas fuerzas políticas, in- 
cluidas la nuestra y la del Grupo Socialista, han ido per- 
feccionando. Hemos pasado de un sistema de 
protección social de la antigua Seguridad Social, inclu- 
so el de las antiguas mutualidades o montepíos, a un 
sistema integrado de Seguridad Social, y después, en 
el período democrático, hemos perfeccionado esta Se- 
guridad Social en los tres niveles de que ahora dispo- 
ne, es decir, el nivel voluntario, el nivel profesional y 
el nivel asistencial. 

La causa de esta proposición no de ley es, como de- 
cía, dar un final feliz o lo más acordado posible a un 
modo caduco de protección social. Se trata de unas vi- 
viendas construidas en su día por el Montepío Textil, 
integradas después en la Tesorería General como de- 
tentora de todos los bienes de la Seguridad Social, unas 
viviendas que se habían acordado en contrato de com- 
praventa diferido a los actuales inquilinos -por tanto, 
se trata no tanto de un contrato de arrendamiento, si- 
no de un contrato de compraventa diferido- y que va 
a finalizar con el acceso a la propiedad por parte de 
los actuales inquilinos en los próximos dos o tres años, 
cosa de la que todos nos felicitamos, incluidos los ve- 
cinos o los actuales inquilinos. Pero se da el caso de que 
estos bloques de viviendas, situadas en un barrio de la 
ciudad de Barcelona, presentan unos deterioros impor- 
tantes fruto del paso del tiempo, fruto quizá de una cier- 
ta despreocupación en el mantenimiento de estas 
propias viviendas, y en estos momentos cornisas, bal- 
cones, terrazas, incluso filtraciones y grietas, aparecen 
de forma no diré muy alarmante, pero sí de forma preo- 
cupante, en muchos de estos bloques, y sería convenien- 
te su rehabilitación integral. 

Los vecinos han recurrido a un informe técnico, rea- 
lizado por el Colegio de Aparejadores y Arquitectos Téc- 
nicos de la ciudad de Barcelona, que confirma todas 
sus quejas y peticiones ante, en este caso, la Tesorería 
General de la Seguridad Social como propietaria de los 
inmuebles, y que viene a cifrar aproximadamente en 
unos 600 millones el valor de lo que representaría la 
rehabilitación integral de las deficiencias que hoy pre- 
sentan estos bloques. 

Se trata, pues, de un problema de rehabilitación pa- 
ra mejorar la calidad de vida de los vecinos, para me- 
jorar también su propia seguridad, pero no debe 
escapar a la Comisión que he mencionado que los des- 
perfectos o deterioros se sitúan también en las facha- 
das, cornisas, balcones y terrazas, y que, por tanto, de 
no rehabilitarse estos desperfectos en la obra civil de 
los bloques, podría darse el daño a terceras personas 
y, por tanto, un perjuicio aún mayor incluso para la pro- 
pia Administración, en forma de posibles indemniza- 
ciones, aparte del mal ejemplo que daría la 
Administración al no vigilar o no tener adecuadamen- 
te conservados sus propios edificios. 

Para poner fin a esta situación y en la previsión de 
que en el plazo de dos o tres años, como he dicho, estos 
pisos pasarán a ser definitivamente propiedad de los 
actuales inquilinos, nuestro Grupo, atendiendo a las pe- 
ticiones de los vecinos, ha presentado la proposición 
no de ley que estoy defendiendo y que en su parte dis- 
positiva viene a proponer a esta Comisión que inste al 
Gobierno para que el Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social, a través de la Tesorería General de la Segu- 
ridad Social, habilite los créditos necesarios que 
permitan esta rehabilitación integral del bloque de vi- 
viendas de Sant Martí de Provencals. Es una rehabili- 
tación que podría y debería acometerse no en un 
ejercicio presupuestario, sino que podría prolongarse 
en los dos o tres años que quedan. Incluso esta cifra 
estimativa que no he querido instalar en la parte dis- 
positiva de la proposición no de ley, sino a efectos de 
conocimiento de SS. SS., estos 600 millones podrían 
fraccionarse en dos o tres ejercicios presupuestarios 
por parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 

Creemos que sería bueno que la Comisión adoptase 
un voto positivo sobre esta iniciativa legislativa de nues- 
tro Grupo, puesto que conseguiríamos dos objetivos: 
por una parte, acabar felizmente un sistema de protec- 
ción social, como he dicho, ya caduco, ya que ahora no 
tiene sentido que la Seguridad Social produzca vivien- 
das como forma de protección social. Por lo tanto es 
bueno que acabe esta situación y que los inquilinos pa- 
sen a ser los propietarios de las mismas, pero sería me- 
jor aún que el final de este período de protección 
extraordinario que representó que la Seguridad Social 
tuviese a su cargo estos pisos se hiciese de mutuo acuer- 
do y con el consenso de propietarios e inquilinos en este 
caso. 

Por lo tanto, nosotros proponemos a la Comisión que 
vote favorablemente esta propuesta, en el bien enten- 
dido que sería el propio Ministerio el que vería la me- 
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jor forma de ir acordando la habilitación de estos cré- 
ditos para el total cumplimiento de lo que aquí se 
mandataria en esta proposición no de ley. 

E1 señor PRESIDENTE A esta proposición no de ley 
hay una enmienda presentada por el Grupo Parlamen- 
tario Socialista. 

Tiene la palabra el señor Neira. 

El señor NEIRA LEON Antes de explicar el conteni- 
do exacto de nuestra enmienda quisiera manifestar, en 
primer lugar, que el Grupo Socialista comparte la in- 
quietud que ha movido a Izquierda Unida-Iniciativa per 
Catalunya a presentar la proposición no de ley en cues- 
tión. Efectivamente, en estas viviendas se da una situa- 
ción de deterioro, y entendemos que se’hace preciso, 
conveniente, actuar en ese sentido, en hacer las obras 
necesarias para su reparación. 

Estas viviendas, lo ha dicho ya el señor Espasa, fue- 
ron construidas por la Mutualidad Textil y absorbidas, 
tras la desaparición de esta entidad, por la Tesorería 
General de la Seguridad Social. La relación que hay en- 
tre este organismo y los vecinos no es como él ha di- 
cho, una relación de alquiler: es una relación de 
compraventa diferida o de compraventa con reserva de 
dominio, lo que implica, en nuestra opinión, unas res- 
ponsabilidades y unas obligaciones de la Tesorería Ge- 
neral de la Seguridad Social con estos vecinos y con las 
viviendas que ellos habitan. Con este objeto, ya en el 
año 1991 se habilitaron créditos que no pudieron ser 
aplicados por ciertas dificultades en las licitaciones pa- 
ra las obras. Para el presente ejercicio se tiene previs- 
to llevar a cabo la mayoría de las obras que la Tesorería 
considera son de su responsabilidad. 
Se ha dado -y yo creo que tenemos que admitirlo- 

una cierta falta de diligencia a la hora de reparar ade- 
cuadamente estas viviendas, habida cuenta de que han 
existido ya en el ejercicio pasado crtditos habilitados 
y que no se han llevado a cabo las reparaciones por una 
serie de problemas que ahora no viene a cuento relatar. 

Por ello consideramos que sería conveniente que es- 
ta Comisión aprobase una resolución que instase a la 
Tesorería a llevar a cabo estas obras de reparación, pe- 
ro no con el texto exacto que presenta Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya, en la medida en que habla de 
habilitar nuevos cdditos -nosotros creemos que esos 
créditos ya están habilitados- y habla también de re- 
habilitación integral. €!ensamos que el término integral 
es excesivamente indeterminado o quizás excesivamen- 
te determinado y quk podría obligar a la Tesorería a 
llevar a cabo una obras más allá de las que entende- 
mos nosotros y entiende la propia Tesorería que son de 
su obligación, dado el tipo de relación contractual que 
existe entre los vecinos y la Tesonría. 

En consecuencia, sustituiríamos dicho texto por la 
enmienda que obra en la Mesa, y que creo que es cono- 
cida por los señom Diputados, que en todo caso me 
permito leer porque es corta: *El Congreso de los Di- 

putados insta al Gobierno para que, a la mayor breve- 
dad posible y, en todo caso, en el corriente ejercicio 
presupuestario, se contraten las obras previstas para 
la rehabilitación de las viviendas del barrio de Sant 
Martí de Provencals de Barcelona, construidas por la 
antigua Mutualidad Textil y en la actualidad bajo la ges- 
tión de la Tesorería General de la Seguridad Socialn. 

Hay un término que podría ser achacado de vago, que 
es el de las obras previstas, y para el conocimiento de 
todos ustedes, quiero concretar que se refiere a la prác- 
tica totalidad de las obras que se considera que son res- 
ponsabilidad de la Tesorería, que son básicamente a las 
que se refería el señor Espasa: las fachadas, los aspec- 
tos externos de las viviendas, aquello que puede afec- 
tar básicamente a la seguridad de terceros. 

Pensamos que la enmienda da satisfacción a las in- 
quietudes de los vecinos, máxime teniendo en cuenta 
que son compradores de estas viviendas y que en el pla- 
zo máximo de tres años serán propietarios, en el senti- 
do más amplio de la palabra. 

El señor PRESIDENTE: iGrupos Parlamentarios que 

Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor Ba- 
quieren intervenir? (Pausa.) 

lleste. 

El señor BALLESTE 1 CiDFEiVE Tomo la palabra en 
nombre del Grupo Parlamentario Popular para fijar 
nuestra posición en esta proposicibn no de ley por la 
que se insta al Gobierno para que proceda a la rehabi- 
litación de las 1.001 viviendas del distrito de Sant Mar- 
tí de Provencals en Barcelona. 

Nuestro Grupo comparte el texto de la proposición 
no de ley en todo su fundamento y lo vamos a votar fa- 
vorablemente, pero no sin antes expresar algunas pre- 
cisiones obligadas tras el análisis de la propuesta. 

Como ya ha dicho el señor Espasa, entre los años 1962 
y 1968, el extinto Montepío del Textil construyó 1.001 
viviendas en el distrito de Sant Martí de Provencals, en 
las calles Bach de Roda, Selva de Mar, Guipdzcoa, To- 
rroja, Concilio de Trento y Andrade. Este polígono de 
viviendas es en la actualidad propiedad de la Tesore- 
ría de la Seguridad Social, y los residentes en este po- 
lígono han denunciado ya en varias ocasiones el mal 
estado de sus viviendas y acusado a la Seguridad So- 
cial de no realizar, como propietaria de los pisos, las 
inversiones necesarias para su mejora y conservación 
ni de ejecutar tampoco las obras de reparación de las 
deficiencias de los inmuebles, lo que ha llevado a éstos 
a un estado de abandono notorio que puede suponer 
la ruina total de los edificios y sus estructuras tras un 
mantenimiento nulo o muy precario, como ya se ha di- 
cho. Esta situación ha producido en los Qltimos meses 
numerosos desprendimientos de cornisas y balcones, 
dinteles, voladizos, cascotes, etcétera, afectando con ello 
a la seguridad vial y de los propios edificios. 

Por otra parte, un informe del Colegio de Aparejado- 
res, realizado a instancias de los vecinos, indica que 
esas instalaciones, las de electricidad, agua y ascenso- 
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res, están totalmente caducas y los edificios tienen un 
insuficiente grado de aislamiento térmico. Han apare- 
cido también humedades, filtraciones y grietas. Final- 
mente, expresa el indicado informe la necesidad de 
reparar los inmuebles del polígono, en algunos de los 
cuales, y debido a la carbonatación, se generan graves 
riesgos para las personas. 

Para el Grupo Parlamentario Popular, la reparación 
de las 1.001 viviendas del Montepío del Textil no sólo 
es urgente, sino también una cuestión de justicia social 
que afecta a numerosas familias de extracción social 
modesta. 

La posición adoptada por la Tesorería territorial de 
la Seguridad Social es la de hacer oídos sordos a las 
demandas del vecindario, pero la situación se agrava 
ante la coacción por parte de la Tesorería de que las 
escrituras de propiedad tenían que pasar al inquilino, 
previa firma de aceptación, de forma incondicional, de- 
jando latente la amenaza de resolver de forma unilate- 
ral la conveniencia. 

Ante la respuesta de los vecinos de que el cambio de 
propiedad y firma de escrituras sólo se produciría si los 
bloques se entregaban en las debidas condiciones, los 
responsables de la Tesorería no hacen más que esperar 
el paso del tiempo para que, cumplidos los 30 años pre- 
vistos en el contrato, el problema lo asuman los inquili- 
nos, a pesar de que en el año 1989, como decía el señor 
Espasa, se comprometieron a iniciar las obras. 

Así pues, el Grupo Popular se suma a instar al Go- 
bierno, o en su caso a la Tesorería territorial de la Se- 
guridad Social, a que se habilite un presupuesto con 
carácter de urgencia para la rehabilitación de estas mis- 
mas viviendas, elaborando un calendario de inicio y ter- 
minación de las obras. 

No obstante, permítanme una reflexión final sobre 
este aspecto de la calidad de las obras, para lo que quie- 
ro hacer mías las palabras del Ministro de Obras Pú- 
blicas y Transportes en un congreso de ingeniería civil 
celebrado recientemente en Santander. 

El Ministro decía, y tiene razón, que España es un 
país que por su idiosincrasia tiene una cierta vocación 
hacia la autoflagelación. Es decir, tenemos una cierta 
falta de autoestima y por tanto, generalmente, tenemos 
criterios negativos sobre nuestras realizaciones. Señor 
Presidente, señorías, ayudemos entre todos a los minis- 
tros a no tener que quitarles la razón en sus pronun- 
ciamientos. Démosles, pues la oportunidad de que 
cumplan sus frases y no hagamos apología política ni 
partidista, máxime teniendo en cuenta que estamos 
prácticamente en campaña electoral en Cataluña, en un 
tema que no tan sólo es urgente, sino que además es 
una cuestión de justicia social, como ya he expresado 
anteriormente. 

En todo caso, hechas estas consideraciones de carác- 
ter general que me parecían muy necesarias, vamos a 
apoyar los términos en que se ha planteado la proposi- 
ción no de ley y, además, también podemos aceptar la 
enmienda que ha propuesto el Grupo Socialista. (El se- 
ñor Hinojosa i Lucena pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: El Grupo Catalán pide in- 

El señor Hinojosa tiene la palabra. 
tervenir. 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA Intervengo no por- 
que estemos en precampaña electoral, sino porque es 
de justicia, ya que este tema es más antiguo de lo que 
se ha dicho aquí y que la campaña. 

Este es un colectivo de personas que requiere la aten- 
ción de los propietarios reales de estos bloques. Como 
se ha dicho aquí por el señor Espasa, se trata de un gru- 
po de personas con un poder adquisitivo bajo y, si la 
Tesorería se desentiende del problema, no van a poder 
atender a la rehabilitación del barrio, con lo que, final- 
mente, ante una posible catástrofe, las administracio- 
nes tendrían que hacerse cargo de ello. Por tanto, 
evitemos esto y atendamos las demandas de los veci- 
nos y del Colegio de Aparejadores. 

La proposición no de ley que presenta Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya, cuando habla de repa- 
ración integral, me parece correcta, con la intenciona- 
lidad que el señor Neira también sabe que tiene la 
palabra «integral». No se está hablando de la construc- 
ción de cuartos de baño de mármol, sino de una repa- 
ración integral que deje el barrio en una situación 
habitable y digna. Las obras previstas que menciona la 
enmienda del Grupo Socialista en todo caso también 
habría que concretarlas, porque, jcuáles son las pre- 
vistas y cuándo se previeron? Porque, después de una 
previsión, el deterioro ha aumentado y habrá que con- 
cretarlas. 

En resumen, me parece que, siendo aceptable todo 
lo que se ha dicho aquí, porque en el fondo todos los 
grupos que se han manifestado lo que quieren es que 
se rehabilite ese barrio, habría que atender al Colegio 
de Aparejadores, que son los técnicos, y abría que aten- 
der las peticiones razonables de los vecinos para llegar 
a la conclusión de lo que se ha de hacer: integral o pre- 
vista o un término medio, aquello que realmente deje 
el barrio en condiciones dignas de habitabilidad. 

Nada más, señor Presidente. Votaremos a favor lo que 
el señor Espasa decida, si acepta o no la enmienda del 
Grupo Socialista. (El señor Neira León pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE El señor Neira tiene la pa- 
labra brevemente y no para que entre en debate. 

El señor NEIRA LEON Simplemente para precisar 
y tranquilizar al señor Hinojosa y también darle luz en 
este caso al respecto. (Risas.) Yo puedo entender lo que 
quiere decir el término «integral», pero me tiene que 
reconocer que el mismo no es preciso, o que si lo que- 
remos hacer preciso, es excesivamente preciso. 

El señor PRESIDENTE Señor Neira, no me entre en 
polémica y precise lo de las obras precisas. (Risas.) 

El señor NEIRA LEON No entro en polémica. Quie- 
ro decir cuáles son las obras previstas y, en cualquier 
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caso, entiendo yo que son las obras integrales. Las obras 
previstas son fundamentalmente las de exterior, de vo- 
ladizos y de fachadas, que son las que se consideran res- 
ponsabilidad de la Tesorería, y respecto de la 
actualización de esas obras, ya que los deterioros han 
podido deteriorarse con el tiempo, debo decir que en 
estos momentos hay el encargo a un arquitecto para que 
actualice cuáles son los niveles de deterioro y, en con- 
secuencia, cuáles son las obras que se deben realizar. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Es- 
pasa para explicar su posición con respecto a la en- 
mienda. 

El señor ESPASA OLIVER Señor Presidente, vamos 
a aceptar la enmienda que propone el Grupo Socialis- 
ta, por boca del señor Neira, sólo haciéndole una apos- 
tilla absolutamente obvia y que todas las señorías 
compartirán, y es que en política no digas nunca «nun- 
ca jamás». Por tanto, éste es un paso adelante. Acepta- 
mos en lo que tiene de positivo la propuesta que nos 

brinda como contraoferta el Grupo Socialista. Quedan 
tres años, quedan más iniciativas legislativas, más ejer- 
cicios presupuestarios y la rehabilitación será más o 
menos integral en función del impulso político y del 
acuerdo de esta Cámara. 

Como un primer paso adelante, y sin renunciar al tér- 
mino de «integral», nosotros aceptamos plenamente la 
enmienda del Grupo Socialista y la votaremos favora- 
blemente. 

El señor PRESIDENTE Votamos, por tanto, la pro- 
posición no de ley del Grupo de Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya, como queda después de la 
aceptación de la enmienda de sustitución del Grupo So- 
cialista. 

Efectuada la votación, fue aprobada por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
Se levanta la sesión. 

Era la una y treinta y cinco minutos de la tarde. 
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